INVESTIGACIÓN, TRANSFERENCIA, EXTENSIÓN Y DOCENCIA: ANÁLISIS DE LAS CONCEPCIONES EN LA POLÍTICA CIENTÍFICA Y UNIVERSITARIA DE LA ARGENTINA

Por Ariel Langer

El propósito de este documento de trabajo en el marco del PICTR00013 es considerar las dificultades de conceptualización de las categorías extensión, vinculación y transferencia, las que muchas veces en la práctica suelen utilizarse en forma indistinta. Esta situación genera luego problemas para clasificar y comparar proyectos universitarios, así como para caracterizar a las propias acciones por objetivos, desarrollos y aportes.

Esta superposición de ámbitos traduce la confusión derivada de la aparición de nuevas funciones universitarias yuxtapuestas a las tradicionales de docencia, investigación y extensión. Por vía de la nueva orientación de política científico-tecnológica en la década del noventa se dio lugar a la aparición de la función de “vinculación tecnológica” que comenzó a confundirse con la extensión universitaria e incluso a cuestionar la impronta científica de la tradicional transferencia de conocimientos de la universidad.

En el presente trabajo presentamos diversas nociones de dichas categorías manejadas en distintos tiempos y espacios del complejo científico-tecnológico argentino. Es por ello que observaremos las definiciones que, tanto explícita como implícitamente, dan a estas categorías instituciones de importancia dentro del país como son el CONICET, la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica, el Ministerio de Educación y algunas universidades nacionales y privadas del país. Veremos cómo estas concepciones varían al ritmo de las reformas políticas, las cuales a su vez funcionan como instrumentos que adaptan las instituciones a los movimientos generales de la economía. 

El objeto final de nuestro análisis será responder el interrogante sobre cómo y por qué la universidad se relaciona con el resto de las instituciones de la sociedad. En otras palabras lo que estará en discusión es el rol social de la universidad pública.
1. LAS FUNCIONES TRADICIONALES DE LA UNIVERSIDAD: DOCENCIA, INVESTIGACIÓN, TRANSFERENCIA Y EXTENSIÓN

Como se ha expresado en la breve introducción al presente trabajo el mismo se propone trabajar alrededor de las funciones (y por lo tanto el rol) de la universidad. Lo que en este primer apartado nos proponemos es definir un punto de partida para el análisis de dichas funciones. Si bien no desconoceremos momentos históricos anteriores, tal punto lo definimos a partir de lo que consideramos las “funciones tradicionales de la universidad”, las cuales entendemos que son generadas en el que se conoce como el período dorado de la universidad argentina: 1955-1966. En este momento - donde la universidad es dirigida por grupos cientificistas que, sin embargo, convivían democráticamente con amplios grupos críticos- se lleva adelante una transformación de las estructuras vigentes de la universidad que desembocan en la creación de instituciones basadas en principios que, al menos en sus formas, son mantenidos hasta el día de hoy.

Abonando nuestra tesis podemos citar uno de los tantos textos de Marcelino Cereijido, quien hablando específicamente de la Universidad de Buenos Aires dice:

“...hasta 1955 la Universidad de Buenos Aires se regía por la ley 13.031 dictada el año 1947 y dependía del Poder Ejecutivo. Predominaban las clases magistrales, se consideraban innecesarias las actividades científicas y creativa, y se estimulaba la formación de los llamados buenos profesionales. La participación de los estudiantes era limitada o nula. En algunas facultades los alumnos ni siquiera asistían a clases; estudiaban por su cuenta por apuntes y eran robots de dar exámenes. Las autoridades universitarias y la mayor parte del personal docente tenían gran cautela frente a cualquier ambición renovadora de métodos y contenidos” (Cereijido, 1993; p. 16-17).

A partir de 1955, entonces, se da un gran impulso a las funciones de docencia e investigación científica, pero también comienza la preocupación por la extensión universitaria.
 Estas transformaciones se ven plasmadas en el propio estatuto de la Universidad de Buenos Aires elaborado en el año 1957, el cual en sus bases fija como funciones primordiales de la institución las siguientes tareas:

· Contribuir al desarrollo de la cultura mediante los estudios humanistas, la investigación científica y tecnológica y la creación artística;

· La formación de investigadores originales, profesionales idóneos y profesores de carrera, socialmente eficaces y dispuestos a servir al país;

· Difundir los beneficios de su acción social y cultural directa, mediante la extensión universitaria.

Por último, si bien no mencionada directamente, podemos agregar una cuarta función (que bien puede confundirse con la de extensión): la transferencia de resultados de investigación. En las mismas bases del estatuto de la UBA se dice:

· La Universidad estudia y expone objetivamente sus conclusiones sobre los problemas nacionales; presta asesoramiento técnico a las instituciones privadas y estatales de interés público y participa en las actividades de empresas de interés general”
En el presente apartado analizaremos el proceso que llevó a la construcción clásica de las cuatro categorías mencionadas (docencia, investigación, extensión y transferencia), para luego explicar sus actuales transformaciones.

Universidad y sus funciones: un poco de historia 

Analizando la historia de la universidad argentina muchos autores suelen dividirla en varias etapas (Cano, 1985; Marquis, 1990; Bertoni y Cano, 1990; Krotsch, 2001). En general estos autores ven coincidir los momentos políticos del país con los estadios particulares de la universidad. Esta clasificación en etapas históricas puede resultar un limitador para la comprensión de la complejidad de las relaciones entre los diversos actores de cada momento histórico, ya que por resaltar un rasgo en particular seguramente se dejan de lado innumerables acciones y debates existentes. Conscientes de este defecto arriesgamos igualmente una clasificación histórica buscando destacar los rasgos más generales de cada una de las etapas que se mencionan. Entendemos que lo que se pierde al no identificar algunas relaciones particulares en cada período, se gana en lo que es uno de los objetos generales del presente trabajo: comprender las fuerzas principales que van transformando las funciones de la universidad y su relación con el medio social.

En consecuencia, definiremos ciertos rasgos generales que en cada momento histórico vivió la universidad argentina. Cada uno de estos rasgos no desaparecen cuando otro de ellos comienza un nuevo predominio. Su paso a un segundo plano implica, no su desaparición, sino que su influencia en la construcción del rol social de la universidad es menor en ese período. Sin embargo, cada uno de los rasgos constitutivos de la universidad perduran y siguen influyendo en su conformación. Veamos, entonces, cuáles son ellos:

1. 1885-1918: La universidad agroexportadora

En 1885 se sanciona la primera ley universitaria argentina (la ley Avellaneda) y se consolida una etapa donde el proyecto de país y el de universidad coincidían. La universidad era un espacio de prestigio y eventualmente antesala del poder. Salvo en alguna escasa excepción la investigación no estaba difundida en ninguna disciplina. El pasaje de la universidad al poder y del poder a la universidad era continuo.

2. 1918 - 1930: La universidad de la reforma

Comienzan a incorporarse nuevos sectores urbanos a la educación universitaria (hijos de inmigrantes y demás representantes de las clases medias) y ponen en crisis la anterior articulación entre universidad y clase política. Bajo el influjo de la Reforma del 18 comienza una breve etapa de autonomía y cogobierno, democratización y renovación de los contenidos y docentes.

3. 1930 – 1955: La universidad de la restauración y los profesionales

Poco tiempo después del golpe militar de 1930 se intervienen las universidades. La matrícula crece moderadamente, pero reina un clima de oscurantismo y nuevo clericalismo. Con la llegada del peronismo se inicia la transición hacia un sistema masivo de educación superior. La universidad comienza a adaptarse al proceso económico de sustitución de importaciones, pero el rígido control estatal y la hostilidad de los intelectuales hacia el gobierno generan un vaciamiento docente y caída del nivel académico.

4. 1955 – 1976: La universidad masiva y planificadora del desarrollo

Si bien esta etapa puede dividirse en dos períodos bien marcados (e incluso tres), si tomamos como factor homogeneizante a los fenómenos de masificación y planificación del desarrollo se puede unir la época dorada de la universidad (1955-1966) con la de relativa oscuridad que reinó a partir de la noche de los bastones largos del gobierno de Onganía. 

Importantes sectores económicos, políticos y sociales creen que el desarrollo es una meta posible de alcanzar y que la educación tiene por sí misma potenciales transformadores. En las aulas irrumpen los sectores medios y se inundan las carreras de profesiones liberales (ingenieros, administradores, abogados, médicos y contadores). Sin embargo también entran en boga los institutos de investigación, en particular en ciencias exactas y tecnológicas.

El período dorado se caracterizó por la notable mejora del nivel académico, el auge de la investigación y la democratización de los organismos de conducción de la universidad. Es aquí donde se conforman las que en este trabajo llamamos las funciones clásicas de la universidad.
A partir de 1966, luego de una primera fase puramente represiva se busca redimensionar las universidades tradicionales y la coordinación centralizada del sistema universitario.

En 1973, con el advenimiento del nuevo gobierno peronista, no sólo se potencia el proceso de masificación, sino que fugazmente se ven los frutos del proceso que se inició en 1955 y que no pudo ser completamente evitado por el gobierno de Onganía: una universidad crítica y comprometida con el discurso de la liberación nacional.

5. 1976 – 1983: La universidad del proceso militar

La asunción a la presidencia de Isabel Perón ya había marcado un vuelco importante en la política universitaria peronista donde, a través de la llamada “Misión Ivanisevich” se inició una política de persecución e incluso eliminación física de docentes y autoridades. El golpe de 1976 continua con esta tarea pero trae aparejado una represión y caída del nivel académico nunca vista anteriormente. Se busca redimensionar la matrícula y centralizar la conducción de la educación superior.

6. 1983 – 1989: La universidad de la primavera democrática

Los aires de liberación y cambio que implicó en el país el primer gobierno democrático se vieron reflejados en la universidad. Se restituyen las formas de gobierno reformistas y se produce una considerable expansión de la matrícula, del cuerpo docente y del número de establecimientos (públicos, privados, universitarios y no universitarios). El sistema se complejiza y no termina de adoptar una forma definida, sin embargo, comienzan a escucharse los primeros discursos sobre la necesidad de evaluaciones externas e inequidad e ineficiencia de la universidad pública.

7. 1990 en adelante: La universidad de las reformas de mercado

El discurso neoliberal también hace mella en el sistema de educación universitaria. La universidad pública continua su proceso de masificación, pero sufre una gran cantidad de reformas a fin de adaptarse a las necesidades de los mercados. Sus graduados deben ser “productos aptos para el nuevo mercado laboral”, así como sus docentes – investigadores deben poder responder a demandas de empresas a través de la prestación de servicios. Se recorta su autonomía y se imponen cada vez más procesos de evaluación externa.

En conclusión, más allá de las marchas y contramarchas que quedan en evidencia en los siete períodos expuestos, podemos hallar tres grandes procesos de reforma que marcaron su suerte:

· La Reforma del 18, que buscaba terminar con una universidad de élites.

· Las reformas del 55-66, que impulsaron una universidad científica, planificadora y democrática.

· Las reformas de mercado, que impulsan la adecuación de la universidad a los intereses privados.

La universidad que nace con la Reforma del 18 y se caracteriza por motorizar una serie de reformas que, a pesar de su espíritu democrático, no logran romper con su característica elitista. Hacia la década del 50 se acrecienta la demanda por estudios de educación superior y se implementan reformas que permiten la masificación de la universidad. El sistema se complejiza a partir de la diferenciación de funciones y tareas y cambiará notoriamente su dinámica interna. Lo que caracteriza fundamentalmente a esta etapa es la expansión del número de estudiantes, docentes e instituciones en el marco de un proceso de reforma del modelo académico anterior. Finalmente, a mediados de la década del 80 se inicia una tercera generación de reformas que aún se están implementando y que se orientan a modificar la lógica de funcionamiento de los sistemas, privilegiando valores como la eficiencia y la equidad.

La universidad de las élites

La universidad colonial en América Latina nunca logró enraizarse en la dinámica socioeconómica de las sociedades, sino que simplemente fue una formadora de sacerdotes y agentes administrativos. La reproducción material de la sociedad se guiaba por otros canales. Los procesos independentistas del siglo XIX serán la base sobre la cual se irá erigiendo la universidad de las élites donde se formaban individuos en actividades vinculadas a las necesidades del momento: artes de la guerra, profesiones liberales y administración gubernamental. El desarrollo científico nunca fue alentado en estas universidades, las cuales se transformaron en un importante medio a través del cual algunos grupos incrementaban su poder político y social.

Halperín Donghi (1962) indica como una de las características fundamentales de la universidad de estos tiempos su vinculación con las necesidades inmediatas de la sociedad, pero completamente desvinculada de la generación de actividades científicas. La Universidad de Buenos Aires –fundada en 1821- es un claro ejemplo de ello:

“Desde antes de su fundación, entonces, la Universidad de Buenos Aires ve amenazado su destino como centro de saber por las urgencias inmediatas de la sociedad en la que nace, que exige de ella, antes que una actividad científica real, el cumplimiento de ciertas funciones sociales que el progreso de Buenos Aires hace ineludibles: el abandono de una tradición universitaria que se remonta a la Edad Media y se consolida en la España de la Contrarreforma no significa, entonces, necesariamente para la Universidad de Buenos Aires, la adopción de una actitud más moderna frente a los problemas del conocimiento, sino un abandono del interés por ese conocimiento” Halperín Donghi (1962; 17)

La idea de autonomía y de universidad cuyo objeto es exclusivamente el desarrollo científico ya existía hacia fines del siglo XIX en la Universidad de Buenos Aires, sin embargo este discurso creció en paralelo a la construcción de una Universidad con perfil profesionalista.

En este contexto la Reforma Universitaria de 1918 viene a reflejar ideas de una generación intelectual y progresista, representantes de la modernidad naciente, quienes se revelan ante el tradicionalismo católico prevaleciente en al antigua Universidad de Córdoba.
 Si bien estas mismas ideas ya habían sido esbozadas en las universidades de Buenos Aires y La Plata, es este nuevo ideario reformista que tendrá gran repercusión y generará movimientos políticos en toda América Latina. Es aquí donde fuertemente comienza a arraigarse en la universidad el principio de autogobierno, la representación de estudiantes y graduados, la modernización de la enseñanza y el necesario compromiso social de la institución.

Este movimiento se verá severamente afectado por el golpe militar de 1930 y los gobiernos que siguieron en Argentina. Sólo volverá a despertar en 1955 con la destitución de Perón y el inicio de la construcción de lo que algunos consideran fue la edad dorada de la universidad argentina.

La construcción del modelo clásico de universidad en Argentina: masificación y desarrollo

En las décadas del cincuenta y sesenta comienza una crítica al modelo de la universidad de élites, lo que se traduce en un consenso para modernizar las estructuras de la educación superior. Se hacen importantes las propuestas para cambiar las estructuras académicas, generar nuevos métodos pedagógicos, desarrollar la investigación básica y vincular la universidad con la producción. A su vez, las ideas predominantes de la época daban al Estado un importante rol de planificación de la economía y la universidad aparecía en este marco como una institución importante para cumplimentar este objetivo. En el caso argentino, el período que va desde 1955 a 1966 significó un momento que nunca más volvió a repetirse en la historia de la universidad, en el cual un importante grupo de profesionales y científicos aliados y sostenidos por movimientos estudiantiles transformaron la institución teniendo como base un proyecto claro y renovador. La construcción desarrollada en estos tiempos es lo que hoy tomamos como el modelo universitario clásico en Argentina. 

Quienes llevaron adelante esta transformación material también fueron quienes construyeron las ideas clásicas de la universidad donde por primera vez el desarrollo científico y la relación con la sociedad toman real importancia. En este sentido Risieri Frondizi, rector de la UBA en ese período, señalaba uno de los principales problemas de la universidad en esa época y que aún hoy sigue siendo tema de discusión: su sesgo profesionalista y su aislamiento de las necesidades básicas de la sociedad:

“Nuestras universidades no responden a las necesidades de la comunidad en que viven. Se formaron por aluvión de arrastre, sin conciencia de la dirección de crecimiento. Surgieron para formar una pequeña élite oligárquica. Cuando el número de alumnos se duplicó y triplicó no cambiaron de estructura ni de rumbo. En pleno siglo XX, la universidad mantiene sus estructuras coloniales y sigue formando profesionales que el medio no necesita. Desde el siglo pasado las profesiones clásicas fueron las de abogado, médico e ingeniero. El desarrollo de la ciencia y la tecnología por una parte, y el proceso de industrialización e incremento demográfico por otra, exigían que la universidad se reorientara. Sin embargo, aún en la actualidad, el número de estudiantes de las Facultades de Derecho, el monto de sus presupuestos y el lugar de preeminencia que tienen frente a las Facultades de Ciencias, por ejemplo, revela que se sigue viviendo en el siglo pasado.” (Frondizi, 1971; 14).

A continuación, y a través de este mismo autor (e importante actor en su momento), veremos cuáles fueron los consensos más generales (y dominantes) sobre las misiones específicas de la Universidad. No obstante, también presentaremos algunas de las discusiones que existían sobre estos consensos. Más allá de las polémicas con las vertientes conservadoras de la universidad (y el país), dichas discusiones pueden resumirse en las críticas a lo que Oscar Varsavsky -otro de los importantes científicos y actores de aquél momento-, llamó el cientificismo de los principales dirigentes universitarios.

Las concepciones de docencia, investigación y extensión en el modelo clásico
Las concepciones tradicionales sobre el rol de la universidad argentina nacen en gran medida con las transformaciones llevadas adelante durante este período. Estas se encuentran muy bien resumidas en las misiones que Frondizi definía como centrales en el accionar de la universidad: preservación del patrimonio cultural, investigación científica, formación de profesionales y misión social. Veamos cómo las definía este autor y en los dichos de Varsavsky cuáles eran las principales objeciones que se le hacían.

1. Preservación del patrimonio cultural

La Universidad debe preocuparse por generar en la población sensibilidad frente a la creación estética, crear conciencia histórica y capacidades para comprender cuestiones ajenas a la profesión de cada individuo. Pero Frondizi va más allá con su definición de patrimonio cultural:

“No es todo. Nos hemos referido tan sólo a la incultura en su aspecto intelectual. Mas la cultura, como indicamos, es el conjunto de ideas creencias, actitudes y valores desde el cual se vive y juzga. Es el sostén de nuestra personalidad en la relación con el prójimo y con nosotros mismos. No está constituida exclusivamente por su ingrediente intelectual; junto a él están los de orden estético y ético. La incultura universitaria se advierte también en la insensibilidad frente a la creación artística o la injusticia. A la unilateralidad del entrenamiento profesional se une una deformación más grave aún: el mercantilismo profesional; la idea de que el éxito se mide por el rendimiento financiero. La capacidad técnica que se adquiere gratuitamente en la universidad estatal, costeada por toda la población con dinero o sudor, se pone al servicio del propio enriquecimiento, con total despreocupación por las necesidades y sufrimientos del país.

En su afán profesionalista, nuestra universidad descuida la noble profesión de ser hombre, culturalmente pleno y moralmente íntegro. El mercantilismo se fomenta durante toda la carrera. La falta de conexión de la enseñanza con las cuestiones vitales, las monótonas exposiciones en clase y los modos de tomar examen, alientan en los estudiantes lo que podríamos llamar `mercantilismo académico´, que se rige por el principio del menor esfuerzo para el logro del fin. El fin inmediato es la aprobación del examen, y el fin el título, que les permitirá iniciarse en el otro mercantilismo.” (Frondizi, 1971.; 45 y 46).

A su vez Varsavsky aborda el tema cultural desde una perspectiva de liberación nacional. Tener una universidad que sigue los patrones de los países desarrollados es una forma más de transformarse en colonia y eso, según su visión, es lo que iban a terminar generando las acciones del cientificismo. La dependencia cultural es dependencia total y la universidad debería ser una usina de cultura propia y, por tanto, de independencia:

“Todo este conjunto de características de la investigación científica actual es lo que podríamos llamar cientificismo. Resumiendo, cientificista es el investigador que se ha adaptado a este mercado científico, que renuncia a preocuparse por el significado social de su actividad, desvinculándola de los problemas políticos, y se entrega de lleno a su carrera aceptando para ella las normas y valores de los grandes centros internacionales, concretados en un escalafón.

El cientificismo es un factor importante en el proceso de desnacionalización que estamos sufriendo; refuerza nuestra dependencia cultural y económica, y nos hace satélites de los países desarrollados.

El cientificista en un país subdesarrollado es un frustrado perpetuo. Para ser aceptado en los altos círculos de la ciencia debe dedicarse a temas más o menos de moda, pero como las modas se implantan en el Norte siempre comienza con desventaja de tiempo. Si a esto se agrega el menor apoyo logístico (dinero, laboratorios, ayudantes, organización), es fácil ver que se ha metido en una carrera que no puede ganar. Su única esperanza es mantener lazos estrechos con su Alma Mater –el equipo científico con quien hizo su tesis o aprendizaje-, hacer viajes frecuentes, conformarse con trabajos complementarios o de relleno de los que allí se hacen, y en general, llegar a una dependencia cultural total.” (Varsavsky, 1994: 125)
2. Investigación científica

Este es uno de los puntos clave de la Universidad que surge en esta época. La investigación comienza a verse como una de las pocas formas de lograr un país autónomo y con posibilidades de generar su propio desarrollo económico y social.

“Con los pies puestos en la dura realidad latinoamericana, alguien podría argüir que la universidad, especialmente en los países con menos recursos, tiene otras misiones más urgentes e impostergables; que los países deben resolver primero otros problemas dramáticos para poder alcanzar el nivel que permita consagrarse a la investigación científica. Conozco la miseria, el hambre, la enfermedad y la ignorancia que hay en América Latina por haberla recorrido en su totalidad y haber vivido en varios países hispanoamericanos. Creo, sin embargo, que postergar la investigación científica y el fortalecimiento de la enseñanza superior hasta que se hayan resuelto los problemas políticos, económicos y sociales, es poner el carro delante de los caballos.” (Frondizi, 1971; 137-138).

En este caso la investigación científica es vista como la llave para la solución del subdesarrollo y no un lujo que puede cumplirse una vez solucionados problemas de escasez más graves:

“La enseñanza superior y la investigación científica son condición necesaria y previa al desarrollo económico-social, y no su consecuencia. No se trata, pues, de un lujo que un pueblo se permite cuando alcanzó cierto nivel económico. Son, por el contrario, los instrumentos que harán posible erradicar los males señalados. No se combate la enfermedad con infusiones de yerbas locales ni se resuelve el problema de la vivienda con fórmulas de practicones. Si aguardamos hasta ser ricos para estar en condiciones de poder fortalecer la educación superior y la investigación, las cosas continuarán como hasta ahora y seguiremos indefinidamente a la espera de tiempos mejores.” (Frondizi, 1971; 138).

Suele citarse como logros de esta generación, en lo que respecta a la creación de instituciones científicas, a la creación del CONICET y el dinamismo que adquirió la Facultad de Ciencias Exactas y Naturales de la UBA. Claro que Varsavsky también presenta sus objeciones a esta visión:

“Lo que obtuvimos, pues, fue una alineación, un extrañamiento de todos esos jóvenes que habíamos preparado con tanto cuidado, luchando durante años para conseguirles fondos, para crear el Consejo de Investigaciones Científicas y Técnicas que dio y da becas, subsidios, complementos de sueldo con un criterio aún más cientificista que el nuestro. Toda esa gente, aún quedándose en el país, cortaba sus lazos con él y se vinculaba cada vez más al extranjero. Algunos terminaban yéndose al hemisferio norte definitivamente, pero ese no era el problema más grave. Más problema eran los que quedaban pero se ocupaban sólo de temas que interesaban a los Estados Unidos o Europa. Cuestiones de ciencia aplicada que interesaran al país no se investigaban. Problemas de ciencia pura que pudieran tener alguna ramificación beneficiosa para el país, no se veían. Que pudieran hacer un aporte significativo para la ciencia universal, no aparecieron.” (Varsavsky, 1968)

3. Formación de profesionales

Desde su creación, las universidades latinoamericanas han tenido como objetivo fundamental la formación de profesionales. La misión cultural y la investigación científica son débiles y en algunos casos incipientes y la función social se ejerce en forma esporádica. De ahí que nuestras universidades sean una especie de federación de escuelas de profesionales. No obstante, el acento puesto en las otras funciones de la Universidad no significa que en esta etapa se haya desconocido la importancia de la formación de profesionales. Sin embargo, esta función debía tener como objeto el desarrollo del país. Es así que Frondizi entabla una relación directa entre el tipo de profesiones que existen en un país y su grado de desarrollo. La función de la Universidad en los países subdesarrollados estaría en generar profesionales en áreas que escasean y que sean capaces de desarrollar actividades económicas típicas de un país desarrollado:

“Las estadísticas sobre las carreras que se cursan en un determinado país son, como señalamos, una radiografía de su estado de desarrollo. Pueden tomarse dos carreras cualesquiera que contrasten: abogacía y física, por ejemplo, y establecerse una relación casi matemática. El grado de desarrollo es inversamente proporcional al predominio de los abogados sobre los físicos...La relación entre las profesiones y el desarrollo parece innegable. Sería un error, sin embargo, creer que tal relación es unilateral y que estamos, por lo tanto, condenados a producir abogados en exceso hasta que elevemos nuestro nivel económico. Ni el subdesarrollo es una condena de la Divina Providencia ni la relación es unilateral. Podemos influir sobre el proceso aportando los científicos y técnicos que el medio requiere. En lugar de ser meros espectadores y dejar que la universidad refleje pasivamente lo que ocurre a su alrededor, ésta debe transformarse en factor de aceleración.” (Frondizi, 1971; 179).

A su vez, el profesional universitario no debe tener una formación exclusivamente técnica o que se rija por los patrones coyunturales del mercado en cada momento histórico:

“El plan de estudios debe comprender un ciclo básico científico en el que se incluyan las ciencias de la profesión, un ciclo básico profesional y un tercer ciclo especializado. En humanidades, el primer ciclo puede tener un carácter propedéutico y referirse a las cuestiones centrales de cada disciplina. En el segundo se deben ofrecer las primeras alternativas para que el estudiante escoja según preferencias y, en el tercero, la mayoría de las asignaturas serán optativas. Se logra así un plan ajustado a las aspiraciones y necesidades de cada cual. No se trata de formar especialistas sino de que el graduado tenga ya una orientación y las bases científicas y profesionales para emprender con seriedad su carrera.” (Frondizi, 1971; 220).

4. Misión social

En esta etapa la misión social de la universidad cobra una importancia sin igual. Incluso se llegó a creer que si la universidad no desempeñaba correctamente su rol social, los tres objetivos anteriores perderían buena parte de su valor y sentido. No obstante, al contrario de lo que muchos pueden pensar, el rol social de la universidad no se encontraba en la acción directa sobre los problemas que acosan a la sociedad. Su verdadera misión está en aportar a la solución de dichos problemas a través de su función específica: generación de profesionales y conocimientos científicos aptos para solucionar los principales males que acosan al país:

“En nuestra América, y en la encrucijada actual, esta misión adquiere un significado especial. No puede consistir en la mera atención de las necesidades inmediatas del medio, sino que debe calar más hondo: la universidad tiene que convertirse en uno de los factores principales del cambio profundo que exige la dramática situación actual. Si no elevamos el nivel científico y técnico, y no lo ponemos al servicio de una acción social, no saldremos del estancamiento”. (Frondizi, 1971; 234).

En el ámbito social, Frondizi describe dos funciones primordiales de la universidad:

1. Formación de profesionales con conciencia social

2. Estudio de los problemas que afligen al país

Formación de Profesionales:

“La primera obligación es formar profesionales con conciencia social; su aspecto técnico es ajeno al educativo. La universidad puede llegar a preparar profesionales excelentes desde el punto de vista técnico, pero que carezcan por completo de conciencia de sus obligaciones con la sociedad donde viven y de la que viven. La verdad es que aún no atiende a este aspecto fundamental de la educación de sus alumnos. El médico, por ejemplo, que tiene una misión social tan importante, se desinteresa con frecuencia de este aspecto de su profesión y se pone al servicio de la clase pudiente, que le proporciona mayores ingresos...Para que esto no siga ocurriendo, habrá que erradicar de la mente de los jóvenes los propósitos mercantilistas que los alientan a proseguir una u otra carrera...No se trata, pues, de formar profesionales que fortalezcan el status quo y la sociedad de consumo en que vivimos, sino de capacitarlos para incrementar la producción y los servicios en beneficio de la mayoría del pueblo.” (Frondizi, 1971; 242).

Estudios de problemas claves:

“Cualquiera sea la naturaleza del estudio que realice, no corresponde que la universidad ejecute nada. Su función consiste en indagar, esclarecer, impulsar a la acción e indicar el rumbo. No es un brazo ejecutivo, sino que representa el saber científico y técnico. Por otra parte, el descubrimiento de un método apropiado vale más que la realización de una obra limitada por la escasa capacidad de la institución. A su vez, más importante que reparar un mal concreto es crear una técnica que permita corregir ese y otros males similares. La función de la universidad es enseñar a la gente a ayudarse a sí misma.

Sobre este punto se ha caído en serias confusiones. Para compensar la negligencia de los gobiernos frente a graves problemas que enfrenta la comunidad, varias universidades han creado departamentos de acción directa y pretendido aliviar el hambre con migajas...El propósito es noble, pero la tarea no corresponde a la universidad. Hay otras instituciones estatales y privadas encargadas de ella. Esta no puede descuidar su tareas específicas, incluidas las de carácter social, para realizar en forma deficiente una actividad que no le corresponde.” (Frondizi, 1971; 250-251).

Una vez planteado el rol social de las facultades como productoras de estudios científicos y técnicos sobre las principales problemáticas del país, Frondizi arriesga más y propone que la universidad se transforme en una centralizadora y coordinadora de estos estudios parciales para que los mismos se transformen en un plan general de desarrollo basado en pautas científicas. El planeamiento del desarrollo se transforma en el rol social fundamental de la universidad:

“Si tuviera éxito en los estudios indicados anteriormente, podría emprenderse el gran trabajo de fondo: el planeamiento. Para alcanzar esta etapa ideal, todas las universidades deben coordinar su esfuerzo y sumarlo al que realice el gobierno.

Un planeamiento general es tarea del Estado nacional. Pero este no se halla en condiciones de realizarlo por sí mismo: las universidades deben prestarle el apoyo técnico que necesita. La coordinación de quienes planean con los que ejecutan es primordial” (Frondizi, 1971; 256).

“Planeamiento dejó de ser una mala palabra. La resistencia inicial se originó en la falsa creencia de que implicaba coerción. Hubo quienes creyeron que el planeamiento era propio de regímenes totalitarios. Los partidarios del liberalismo económico, hoy en total decadencia, combatieron sin éxito todas las formas de planeamiento. Este no es más que una anticipación mental de las necesidades y una determinación de los modos más adecuados de atenderlas con los recursos disponibles. En muchos casos, la anticipación es necesaria; en otros imprescindible. La alternativa frente al planeamiento es el caos o un orden impuesto por el poderoso en beneficio propio, que es lo que ocurre en la actualidad. La llamada libre competencia es formal; las leyes de juego las impone el gran capital que doblega al pequeño capital e impone el precio al consumidor. El valor supremo es el beneficio que obtiene la gran empresa. Con el planeamiento se invierte el orden de los valores. Lo que aquí importa son los intereses permanentes del pueblo y de la nación. Se hará lo que a ella beneficie y no lo que incremente las arcas de las empresas, especialmente extranjeras.” (Frondizi, R.; 256).

Una universidad cuyo rol social central es la generación de conocimientos útiles para la sociedad que, a su vez, permita la independencia económica y cultural, es claramente una idea con la cual también Varsavsky y sus seguidores acordaban. No obstante, no aceptaban que los métodos propuestos por el cientificismo para acceder a ello. Una universidad decididamente orientada a la resolución de problemas sociales debía planificar sus actividades y esto implicaría, incluso, afectar la proposición de autonomía de las actividades científicas:

“Pero la originalidad no puede ser el único criterio. Eso corresponde a la ideología de que la ciencia es un juego y que el científico puede elegir el tema que le divierta más, porque su recompensa es el placer que experimenta al dedicarse a ese juego. Esa ideología se lava las manos de los problemas sociales y por eso debemos rechazarla.

Intentemos por lo menos una respuesta tentativa a este problema de hacer ciencia autónoma pero con un contenido social.

Yo creo que lo que tiene que hacer un país subdesarrollado es integrar la actividad científica alrededor de algunos grandes problemas del país. Y la Facultad de Ciencias tiene que orientar su enseñanza para que eso sea posible. Afirmo que con ese método de trabajo se conseguirá que la Universidad contribuya mejor al desarrollo del país y que no se haga seguidismo científico” (Varsavsky, 1968) 

En conclusión, la época dorada de la universidad nos da como resultado concepciones muy firmes sobre las categorías que aquí trabajamos. Podemos resumir cada una de ellas en frases muy actuales de algunos de sus principales impulsores.

Respecto a la docencia y la formación profesional Manuel Sadosky nos dice:

“Incluso para la formación de lo que algunos llamaban buenos profesionales, en las actividades liberales clásicas, había que dar una buena base científica y metodológica. Era necesario entender un mundo donde la teoría de la relatividad había aparecido cincuenta años antes. La concepción física y química del mundo había cambiado y también las ciencias básica eran imprescindibles para entender los avances de la biología. Un ingeniero, un médico e incluso un abogado, necesitaban una formación acorde con ideas científicas y filosóficas que se transformaban rápidamente”  (Sadosky, 2003; p. 101)

Respecto a las actividades de investigación y transferencia Gregorio Klimovsky expresa claramente el espíritu clásico:

“Sin una ciencia teórica muy fuerte, y eso se puede probar desde muchos puntos de vista, la humanidad no podría avanzar. La gente habla del genoma, pero no se da cuenta de todo lo que eso moviliza químicamente. Milstein lo dijo varias veces en forma clara, y también un candidato al premio Nobel, Pollack, que murió prematuramente: la fisiología que utiliza la medicina es hoy de hecho un 95% de química. De manera que si no hay detrás una teoría química, los progresos tecnológicos en medicina estarían limitados solamente a la mejora de los aparatos, lo cual también exige ciencia teórica. De modo que el progreso científico teórico influye en el desarrollo tecnológico, que a su vez influye en el desarrollo económico, que a su vez tiene mucha influencia en el bienestar social. De manera que dejar de tener en cuenta la ciencia en todas sus especialidades es romper la cadena de desarrollo.

Por el propio progreso tecnológico y por el servicio social que produce, es necesario que la ciencia no sea solamente la formación de especialidades extrañas como en algunas universidades privadas, y no solamente en ellas. No debería ocurrir que haya que formar especialistas como por ejemplos ingenieros en salame. Me parece que la universidad no tiene esa misión” (Klimovsky, 2003; p. 142)

Finalmente en esta época se implantó la extensión universitaria como una función más de la universidad. Más allá de su definición, lo importante aquí es el espíritu con la que se desarrolla. Una de las actividades más importantes en este sentido fue la creación de la editorial Eudeba (Editorial de la Universidad de Buenos Aires) y en la frase de uno de sus creadores podemos encontrar rastros de ese espíritu extensionista:

“Entre las cosas importante que hizo Boris (por Spivacow, fundador de la editorial) fue difundir la cultura de las universidades. A él le debemos uno de los trabajos de transferencia de conocimientos más importantes en la historia de nuestro país: evitó que el libro o la revista quedaran en la universidad, distribuyéndose en un circuito interno. Cuando eso sucede el público ignora cuáles son los trabajos de investigación que se realizan dentro de las universidades.

Creo que esto no se valoró lo suficiente. Eudeba puso en escena la producción universitaria. A través de Eudeba la gente no solamente tuvo libros a su alcance sino que se enteró de lo que se hacía en las universidades en materia de producción científica, tanto a través de proyectos de divulgación como de la publicación de libros científicos” (Ford, 2003; p. 246).

En definitiva, hacia el final de este período la persistencia del subdesarrollo y la pobreza en América Latina llevó a vastos sectores políticos e intelectuales a sumarse a la búsqueda de la liberación nacional apoyados en teorías tales como la de la dependencia. En el ámbito universitario esto se tradujo en el gran desarrollo de las ciencias sociales, en la proliferación de los centros de investigación en esas disciplinas y en la aparición con fuerza de la figura del profesor que hacía del trabajo universitario su modo de vida. La Universidad Pública finalmente fue percibida como un espacio para la elaboración de discursos alternativos, para la contestación política y de vinculación con los proyectos particulares.

Los procesos militares que acosaron al país a partir de 1966 abrieron un impasse en estos debates y, claro, en el desarrollo de los principios clásicos de la Universidad. En el período 1966 – 1983 el sistema de educación superior creció cuantitativamente, pero no desarrolló ni modernizó sus estructuras académicas. Con la vuelta de la democracia no se impuso claramente ningún modelo específico de universidad, sino que desde el discurso se decía pretender volver a la vieja universidad del 55 y desde los hechos podríamos decir que inercialmente coexistieron aspectos de los distintos modelos que fuimos presentando.

La universidad de los ochenta y su herencia

Si bien en la década del ochenta no se generó un nuevo modelo de universidad se observa en esta etapa la profundización de las principales tendencias de las universidades a partir de la mitad del siglo XX (Bertoni y Cano, 1990):

· Expansión de matrícula

· Expansión y diversificación de la oferta

· Ampliación de la cobertura geográfica

· Expansión de los establecimientos de educación superior no universitaria

· Expansión de los establecimientos privados

· Feminización

· Segmentación y estratificación de los establecimientos

Otra situación que profundizó el desarrollo universitario en la década del ochenta es el sesgo profesionalista de la universidad. Así es que llegamos a la situación que en el año 2004 el 13,3% de los inscriptos en el Ciclo Básico Común de la UBA corresponden a la Facultad de Ciencias Económicas. A su vez, el orden de preferencias del total de la matrícula es medicina, abogacía, psicología y contador (INDEC, 2004). 

Sin embargo, ya hacia fines de la década comienzan a notarse los primeros rasgos de la formación de la universidad de los noventa, donde domina el discurso de la eficiencia, la calidad y la necesidad de crear “productos aptos para el mercado laboral”: 

“Lo que caracteriza globalmente a los años 80, en lo que hace a las universidades, es la inquietud por el problema de la calidad. Ya no interesa tanto la expansión, como el rendimiento. Ya no se tienen tantas ilusiones ideológicas: se busca producir resultados científicos o tecnológicos que aseguren el crecimiento o la supervivencia en un contexto de grandes desequilibrios entre los países centrales y periféricos. El fracaso del capitalismo en América Latina, el estancamiento de África y el derrumbe de los países comunistas de Europa, obligan a sospechar de los modelos. El pragmatismo aparece como filosofía de ocasión. Una de las manifestaciones de este reacomodamiento es el interés por la eficiencia y la calidad de las organizaciones económicas, estatales y educativas.” (Pérez Lindo, 1990; 25).

La herencia de la década del ochenta será un continuo de diferencias alrededor de la organización de la universidad, lo cual se reflejó en los continuos conflictos sobre la ley de educación superior y las reformas curriculares y administrativas de las casas de estudio:

“Hacia finales de la década del ochenta, se generalizan, sobre todo a nivel de los organismos internacionales y sectores vinculados al estudio de la problemática universitaria, las críticas a la evolución de los sistemas de educación superior en la región, lo que contribuye a dividir las aguas sin que se llegue a un debate abierto, entre aquellos que consideran que es necesaria una nueva reforma y los que consideran que las medidas propuestas están demasiado orientadas por criterios de eficiencia y mercado. Mientras en unos prevalecen los valores de la eficiencia, la calidad y pertinencia, en los otros prevalecen los de la libertad y la democratización” (Krotsch, 2001; 154). 

Sin embargo, luego de una década plagada de intentos de reformas que más que la instauración de un nuevo modelo de universidad apuntaban a su desaparición, actualmente el discurso internacional parece defender la generación de un sistema científico particular en los países en vías de desarrollo:

“Tradicionalmente, los países recientemente industrializados han dependido de las naciones industrializadas en lo que respecta a la investigación básica y aplicada. En lo que se refiere a la ciencia y tecnología han sido más usuarios que productores. A largo plazo, sin embargo, estas naciones no pueden seguir dependiendo de otros para producir investigación necesaria para las nacientes industrias basadas en tecnología, sino que deben desarrollar sus propios sistemas científicos y sus propias instituciones académicas...Es importante que las investigaciones surjan localmente para responder a las necesidades específicas de la industria y el desarrollo locales, no sólo en el campo de la ciencia, sino también en las ciencias sociales y las humanidades. También es importante una base de investigación que sirva para analizar, interpretar y usar con eficacia la investigación y tecnología que llegan del exterior.” (Altbach, 2001; 312)

El nuevo modelo de universidad y sistema científico que en general se estimula es aquel que pueda relacionarse en forma directa e inmediata con el medio social. Pero su particularidad es que se reduce el medio social al sector productivo y, específicamente, a las empresas. En otras palabras, la nueva universidad debe tener la obligación de permitirle a la industria y empresas de su país dar el salto de productividad que necesitan para poder competir en los mercados mundiales. Dentro de estas ideas se propone al modelo norteamericano como el ejemplo a seguir por el resto del mundo (especialmente el subdesarrollado):

“En el mundo moderno hay varios modelos académicos entre los cuales elegir. El más influyente en la actualidad es modelo académico norteamericano, por varias razones. La idea de la universidad norteamericana, que combina la investigación, los servicios a la sociedad y el acceso abierto a un amplio segmento de la población, se acomoda a las necesidades de muchos países en desarrollo. Estados Unidos, a través de sus programas de asistencia, ha hecho florecer su modelo en muchos países. La ciencia norteamericana es una fuerza poderosa en todo el mundo y esto también ha hecho atractivo su modelo académico. Finalmente, muchos de los líderes de los sistemas académicos del Tercer Mundo se graduaron en universidades norteamericanas y por eso adhieren a su modelo.” (Altbach, 2001; 317)

En consecuencia, no resulta extraño observar que en la actualidad el Ministerio de Educación de la Nación entiende que “la universidad debe recuperar su función social y convertirse en un actor institucional relevante”. Con la particularidad que para ello no sólo debe actuar como formador de recursos humanos, sino que “como externalidad de esas capacidades, la universidad debe transferir al medio la mayor cantidad de saber y saber-hacer, para posibilitar la rápida actualización tecnológica de la sociedad...En tal sentido, habrá que lograr que cada egresado sea un creador de empleos y no sólo un buscador de empleo, un promotor de emprendimientos generadores de oportunidades para otros y un sujeto proactivo en la búsqueda y consolidación del crecimiento en el que ya está empeñado el país” (Ministerio de Educación, 2004; 2). Para lograr estos objetivos se presiona desde el Estado para que la universidad cumpla con una serie de reformas que incluyan, además de reformas curriculares y el sometimiento a procesos de evaluación externa, la consideración de “la pertinencia de las carreras y la capacidad de cooperación y complementación entre las instituciones y la potencial inserción laboral de los graduados”.

Comienzan a ponerse las bases para la transformación del modelo de universidad donde, ahora sí, la vinculación universidad-empresa y la transferencia de resultados de investigación se tornarán aparentemente en su función social impostergable. Claro está que tanto el discurso como la práctica no estarán exentos de contradicciones. La universidad debe estar al servicio de la sociedad, pero ésta es continuamente asimilada a las empresas que en ella funcionan.

2. POLÍTICA CIENTÍFICA Y UNIVERSIDAD EN ARGENTINA: DEL CIENTIFICISMO AL MERCADO

Hasta aquí hemos enunciado, a nivel teórico, de qué se habla cuando se habla de docencia, investigación, transferencia y extensión, cómo fueron cambiando estas categorías a lo largo de la historia y cuál es la problemática principal que rodea a estas categorías en lo que respecta al rol social de la universidad. A continuación enmarcaremos los cambios que fueron sucediendo en la universidad en las transformaciones más globales que vivió el país. En otras palabras, iremos describiendo cómo el proceso económico global fue influyendo  tanto sobre las políticas científicas y universitarias así como también sobre la propia concepción del complejo científico y universitario.

Transformación económica, nuevo discurso y política en Argentina

Al iniciarse el siglo XXI, pocos están en condiciones de negar la capacidad y potencialidad de la educación universitaria, la investigación científica y sus consiguientes (y potenciales) innovaciones tecnológicas para actuar como motor de un desarrollo económico-social autónomo y sostenible. De hecho esta situación se declama desde las más diversas posturas ideológicas (UNESCO, 1998 y 2001; OECD, 2003; Castells, 1993 y 1997; Oteiza, 1992; Banco Mundial, 1999 y 2000; CEPAL, 1992; Gibbons, 1998; PNUD, 1998; Bell, 1994).
En lo atinente a lo estrictamente económico el mundo actual está atravesando una vez más por una revolución productiva, la cual tiene como consecuencia la transformación radical de las formas y relaciones de producción. La sociedad toda comienza a arraigar sus bases en el conocimiento o más bien en la continua necesidad de cambio tecnológico. La innovación se ha vuelto central no sólo para las necesidades de competitividad de las economías, sino para el propio desarrollo de los países. La necesidad imperiosa de valorización del capital se satisface con la capacidad de innovar, de transformar la generación de nuevo conocimiento en tecnología aplicada a los mercados. Visto los hechos, muchos autores plantean que la situación actual no es más que una radicalización de las observaciones planteadas por Schumpeter (1983) bastantes años atrás (López, 1996 y 2000; López y Lugones, 1997; Dosi, 1991). Por el contrario, hay autores que argumentan que existen nuevas características en la organización y funcionamiento de la sociedad que diferencian al momento histórico actual del capital. La agudización de la concentración de la capacidad tecnológica en grandes áreas sectoriales y disciplinarias y la centralización del poder de innovar, transforman las relaciones sociales y las tornan específicas de nuestro tiempo, transformando (¿trastornando?) también los mecanismos de reproducción social, económica y política (Levín, 1996). No obstante, a nivel mundial, es generalizada la idea de que el conocimiento y la distribución y organización de la información es central en la configuración de las economías actuales (Castells, 1993 y 1997) y en Argentina casi no existe opinión contraria (Albornoz, 2003 y 1997; Coraggio y Vispo; 2001).

Tras una década como la del ochenta donde reinaron el estancamiento,  las restricciones de diversa índole y la hecatombe social (Damill, Fanelli, Frenkel, 1994; Aspiazu y Nochteff, 1994; Teubal, 1985 y 1990; Kosacoff, 1993; Damill y Fanelli, 1994), la recuperación de la estabilidad económica y el sendero de crecimiento económico implicó una transformación radical de la realidad social. En términos genéricos se puede afirmar que la economía argentina comenzó en los noventa un proceso de transformación que trastocó fundamentalmente sus bases de crecimiento, y que constituye un régimen social de acumulación distinto (Nun, 1995). En este momento histórico los teóricos argentinos comienzan a observar qué significaba la sociedad del conocimiento y qué políticas y medidas deberían tomarse para formar parte de ella (Chudnovsky y López, 1996; Oteiza, 1993; Katz, 1999; Chudnovsky, 1999; Albornoz, 1990). 

Las ideas sobre la sociedad del conocimiento (y/o economía de la información) no pasaron inadvertidas para los teóricos argentinos. Desde un punto de vista teórico, la posibilidad de acceder a innovaciones tecnológicas se transformó en la llave del crecimiento económico y el bienestar social. Así es como nuevamente de la mano del discurso internacional (Lundvall, 1992; Freeman, 1995; Nelson 1993) se comienza a debatir en Argentina sobre la existencia de un “sistema nacional de innovación” (López, 2000; Neffa, 2000; Yoguel, 1996; Bisang y Malet, 1998). Estas teorías llevan consigo una lógica economicista de mercado donde no se ve a la innovación como parte de una estrategia integral de desarrollo (Oteiza, 1992), sino que se reducen las posibilidades de política al mejoramiento de los grados de eficiencia en la gestión, tomando en cuenta una única faceta de la actividad científica: la innovación como componente fundamental de la competitividad en los mercados (Albornoz, 1997).

Pero estas propuestas no fueron tomadas en cuenta durante la década del noventa. Las políticas dominantes en esta etapa tuvieron un sesgo donde la lógica de acumulación se encontraba determinada por la situación externa y no por las capacidades de desarrollo autónomo. En consecuencia, estas políticas sólo terminaron incrementando el ya importante grado de vulnerabilidad del país debido a la excesiva dependencia a la entrada de capitales (Bisang y Gómez, 2000; Beccaria, 2001; Damill, Fanelli y Frenkel, 1994 y 1996; Heynman y Kosacoff, 2000; Kosacoff y Gómez, 2000). El nuevo sendero de desarrollo fue en realidad de sub-desarrollo.

La transformación económica argentina durante la última década no acompañó a los cambios en las relaciones de producción que se fueron produciendo a nivel mundial. Los principales países del mundo basan su poder en su acelerada capacidad de generar innovaciones tecnológicas, posibilitando una continua y rápida modificación de las fronteras del conocimiento. Como consecuencia, las ventajas emergentes de disponer de un know-how específico se relativizan y, de hecho, si la posesión de tecnología no está complementada con la capacidad de I+D necesaria para acompañar las modificaciones que el resto del mundo (y especialmente los grandes monopolios) introducirán, su disponibilidad constituirá sólo una ventaja transitoria. En otras palabras, de nada sirve contar sólo con la centralidad  del conocimiento e información, ya que un factor igual o incluso más importante es la aplicación de estos a la generación de nuevos avances a fin de lograr una retroalimentación acumulativa entre innovación y los usos de la innovación. 

Dado este contexto cada vez tienen menos peso las tradicionales ventajas comparativas de nuestro país, las cuales surgían de la posesión de materias primas y mano de obra relativamente calificadas y baratas. Pero no sólo ello, ya que si lo que se busca es fomentar una vía de desarrollo medianamente independiente, no queda mayor opción que transformase en productor de nuevas tecnologías, no sólo por su importancia central como insumo para la producción,  sino también porque de forma contraria el ritmo de la innovación hace imposible la competencia con los países avanzados.

Cambio de paradigma económico y tecnológico a nivel global: ¿Y en Argentina?

Al tiempo que se extendían a los países subdesarrollados las recomendaciones del Consenso de Washington (Williamson, 1990) se aceleró la difusión de un nuevo paradigma tecno-productivo a escala mundial designado como post-fordismo. Este implicó la incorporación de una mayor flexibilidad en las prácticas productivas ante cambios imprevistos de la demanda y una continua búsqueda de aumentos de productividad a través del desarrollo de economías de gama y de reducción de tiempos muertos. A su vez, estas tendencias fueron ampliamente favorecidas por el desarrollo simultáneo de las tecnologías de la información y comunicación (TICs) (Coriat, 1992).

A raíz de estas nuevas condiciones de funcionamiento del régimen económico se intensificó la competencia internacional. La mundialización de la producción y el comercio obligó a poner el foco sobre las condiciones y capacidades que explican la competitividad de los países y de las firmas y, en particular, sobre los procesos de transferencia y difusión tecnológica. En el nuevo marco, la transferencia internacional de tecnología pasó a focalizarse sobre su contribución a la mejora de las capacidades competitivas de los países y las firmas frente al escenario de competencia global (Bianco y Porta, 2004). 

En las nuevas “sociedades del conocimiento” el desarrollo tecnológico se torna esencial para insertarse de forma competitiva en la economía. Sin embargo, las formas de acceder a las nuevas tecnologías son variadas. Un claro ejemplo de estas diferencias son Brasil y Argentina. Los resultados están a la vista en los números: Brasil fue el único país de América Latina que durante la década del noventa, a través de las llamadas políticas de fondos sectoriales, logró alcanzar la ansiada meta del 1% del PBI de inversión en investigación y desarrollo, mientras Argentina nunca llegó al 0,5% (Ricyt, 2004).

De una u otra forma el modelo predominante en los países subdesarrollados durante la década del noventa no estimuló la innovación como motor de la actividad económica en la misma medida en que la incorporó a la retórica de las políticas de ciencia y tecnología. Según el enfoque desde donde se la desarrollara se recomendaban, por un lado, políticas destinadas a fortalecer la vinculación entre los diversos actores –particularmente aquellos que configuran la demanda de conocimientos con los que tienen la capacidad de producirlos- y por otro, se enfatizaba el papel regulador del mercado, el cual en condiciones de apertura podía favorecer la obtención de las tecnologías necesarias, cualquiera fuera su origen (Ricyt, 2004).

Esta última política es a la que adhirió explícitamente Argentina en la década del noventa. El propio ex ministro Cavallo sugiere que la combinación de un tipo de cambio apreciado como el que generó tantos años de convertibilidad y un mercado completamente abierto fue necesario para mejorar las condiciones tecnológicas (y consecuentemente) la productividad de las empresas del país. En esta lógica, claro está, no entra la posibilidad de un desarrollo científico autónomo, sino más bien la posibilidad de importar fácilmente los desarrollos tecnológicos generados en el exterior.

A pesar de la aparente inevitabilidad de la situación descripta, las instituciones científicas –si bien no pudieron evitar un proceso de decadencia relativa- no han logrado ser transformadas plenamente. Las instituciones científicas en Argentina no se han ajustado a las nuevas normas (locales y globales) que comenzaron a dictar los mercados a mediados de los setenta (Albornoz, 2002). No obstante la mayoría de las instituciones del país sí lo han hecho, con lo cual el sistema de ciencia y técnica ha quedado desfasado respecto al resto de la estructura institucional. Dentro de esta lógica gran cantidad de autores entienden que las intervenciones estatales de la última década resultaron ineficientes para regular el mercado de ciencia y tecnología y que, por tanto, deberían transformarse inmediatamente (Bisang, 1995a; Bisang y Sztulwark, 2001; Katz, 1999). 
Si bien no se busca discutir aquí los motivos por los que el desarrollo económico argentino tuvo una ausencia casi absoluta de un componente tecnológico autónomo, es importante reparar en que no existe una causa única ni unilateral. Desde la Universidad se habrá exacerbado (seguramente a modo de defensa) su característica de “torre de marfil” a fin de preservar la necesaria autonomía de la ciencia. Pero a su vez los sucesivos gobiernos, ya sea por su inacción o por su acción premeditada, desalentaron continuamente la posibilidad de tener un proyecto de país donde el conocimiento científico tenga cabida. Invariablemente científicos y profesionales no tuvieron lugar en la estructura productiva argentina y su prueba irrefutable es el proceso cada vez más masivo de fuga de cerebros.

Finalmente, como a fines de la década del sesenta nos alertaba el ya citado Varsavsky, el sistema científico argentino sufrió en carne propia la generalización a nivel mundial de la lógica mercantil, perdiendo casi todos sus grados de autonomía y con ello la posibilidad de potenciar su desarrollo económico-social.

Impacto de las políticas económicas en el sector científico y las universidades 
El modelo de (sub)desarrollo adoptado por el país tuvo su reflejo en las políticas científicas y universitarias. El discurso emanado desde los principales organismos internacionales sobre la necesidad imperiosa de inculcar la lógica de mercado en las instituciones generadoras de conocimiento en los países de América Latina (Experton, 1988 y 1999; Banco Mundial, 1999 y 2000) terminó con la aplicación de las políticas económicas derivadas del Consenso de Washington. Esta perspectiva fue tomada en el país por importantes grupos teóricos quienes terminaron reduciendo las crisis de los sistemas educativos y científicos latinoamericanos a crisis de eficiencia, eficacia y productividad, atribuidas en general a la incapacidad gerencial del Estado para la administración de los complejos científicos y educativos nacionales. Se desplaza la discusión desde la necesidad de aumentar los recursos a la de administrarlos con mayor eficacia y eficiencia (FIEL-CEP, 2000; Bour, 1993).

El análisis crítico de estas ideas comienza a hacerse fuerte hacia fines de la década del noventa, cuando se generalizan las ideas sobre la mercantilización de la educación (Gentili, 1998; Dotti, 2001) y a conceptualizarse las diversas formas del proceso privatizador de la enseñanza (Coraggio, 2003 y 2001; Coraggio y Vispo, 2001; Mollis, 2001 y 2003; Abramovich y otros, 2002; Carnoy, 2001) y a estigmatizarse el modelo de universidad neoliberal (Mollis, 2001; Riquelme, 2003).

Sin embargo las políticas científicas y universitarias no son un ente autónomo que puede analizarse al margen del modelo de desarrollo que llevan adelante los países, e incluso del propio grado de evolución que presentan sus estructuras económicas. Desde una pura lógica de acumulación capitalista, de nada hubiese servido tener políticas que promulgaran un sector científico dinámico si, a su vez, la estructura económica del país entraba en franca decadencia. En otras palabras, de nada sirve establecer políticas para incrementar la cantidad de profesionales si estos luego no tienen dónde aplicar sus conocimientos, así como tampoco tiene sentido fomentar la capacidad de generación de ciencia y tecnología de un país si luego sus empresas e industrias no la demandarán. Es claro que para formar parte de la tan mentada sociedad del conocimiento no basta con generar actividades de ciencia y tecnología, sino que además ellas deben tener dónde aplicarse.

En concreto, si pensamos a la Universidad Pública como un elemento clave en el desarrollo socioeconómico del país, necesariamente debemos reparar en su interrelación con el medio productivo y social. En este aspecto las falencias son extremas. Al día de hoy, el más claro ejemplo de esta situación es la escasa transferencia de tecnología desde la Universidad hacia los diversos actores de la sociedad (empresas, organismos públicos, organizaciones sociales, etc.), la cual es sólo aprovechada por unos pocos (que no son otros que los mismos de siempre).

La política científica en números: la corroboración de lo obvio. Una comparación mínima con Brasil

En el plano específico de la educación superior, e incluso también en el ámbito más general de la ciencia y la técnica, las políticas de privatización forman parte de las agendas de discusión de los países latinoamericanos desde hace más de 25 años.
 Resulta inútil buscar una única forma en que se expresa este proceso privatizador. Sus formas de avance son múltiples involucrando la implantación de aranceles, ajustes presupuestarios, criterios de competencia, recepción de fondos privados y cambios curriculares que promueven una formación afín a las necesidades inmediatas del mercado. A pesar de ello, una de las formas más importantes en que este proceso se expresa es en el desfinanciamiento de las actividades de investigación y desarrollo. Especialmente en América Latina, el Estado siempre ocupó un lugar primordial en el financiamiento de dichas actividades, sin embargo en plena era de las llamadas “sociedades del conocimiento” y cuando en todo el mundo el gasto en este rubro fue aumentando, en la región ha disminuido.

Como se observa en el cuadro I la situación de los países de América Latina, al compararla con los países desarrollados, resulta grave. Vemos que dentro del contexto latinoamericano quien sale mayormente favorecido es Brasil quien mantuvo un porcentaje de inversión por arriba del promedio y ha mantenido el crecimiento de su inversión hasta superar la barrera del 1% (que sin embargo es lejana a lo que se invierte en los países desarrollados).

CUADRO I: I+D COMO PORCENTAJE DEL PBI
	Año 2002

	País
	I+D como % PBI

	EEUU
	2.64

	Canadá
	1.88

	Brasil*
	1.04

	España
	1.03

	América Latina
	0.64

	Cuba
	0.62

	Chile
	0.60

	Argentina
	0.39

	México*
	0.37

	Bolivia
	0.26

	Perú
	0.10


Fuente: Ricyt (2004)

*Datos correspondientes al año 2000

Si ahora observamos específicamente la evolución del gasto en ciencia y técnica entre dos puntos extremos de la década del noventa para Brasil y Argentina, un simple golpe de vista nos permite ver grandes diferencias. Los rasgos desarrollistas que persistieron en las políticas brasileñas se reflejan en los montos invertidos en el sector científico, los que suponen mayor interés en generar cierto desarrollo autónomo. La situación Argentina resulta incluso peor cuando se toman cifras post-devaluación. El sinceramiento de su tipo de cambio permite ver que la inversión en el sector científico no sólo es pobre comparada con los países desarrollados, sino que también lo es en comparación con su principal socio en la región.

Un dato que llama la atención es la evolución contrapuesta que en ambos países tuvieron las ACyT y la I+D. Mientras en Brasil bajó la primera y subió la segunda, en Argentina sucedió lo opuesto. Esto puede deberse a las políticas sectoriales de Brasil tendientes a mejorar la productividad de las empresas a partir de la aplicación de tecnologías, así como los cuantiosos subsidios estatales destinados a la aplicación de los conocimientos básicos generados.

CUADRO II: ARGENTINA Y BRASIL: GASTO EN CyT COMPARADO

	GASTO EN CyT
	BRASIL
	ARGENTINA

	 
	1990
	1999
	1990
	1999
	2002

	Gasto en ACyT (mill. De dólares)
	7.368,5
	6.989,60
	   459,4
	1.481,80
	412,9

	Gasto en ACyT (mill. Dólares PPC)
	12.927,2
	15.885,50
	   820,3
	2.352,10
	1.037,70

	Gasto en I+D (mill. De dólares)
	3.501,8
	4.518,20
	1.136,2*
	1.285,40
	361,4

	Gasto en I+D (mill. Dólares PPC)
	6.143,5
	10.268,60
	1.695,8*
	2.040,30
	908,3

	ACyT en % PBI
	1,59%
	1,33%
	0,33%
	0,52%
	0,44%

	I+D en % PBI
	0,76%
	0,86%
	0,42%*
	0,45%
	0,39%


Fuente: Elaboración propia en base a Ricyt (2004)

*Datos de 1996

Dada la diferencia de tamaño entre uno y otro país resulta importante comparar los niveles de gasto por habitante. El cuadro III es terminante. También en este tipo de comparación Brasil resulta ampliamente favorecido en sus niveles de gasto en este sector. El problema, entonces, no es el tamaño de país o de producto, sino simplemente hablamos de una opción distinta de política de desarrollo.

CUADRO III: COMPARACIÓN ARGENTINA Y BRASIL: GASTO POR HABITANTE

	GASTO EN CYT-POR HABITANTE
	BRASIL
	ARGENTINA

	 
	1990
	1999
	1990
	1999
	2002

	ACyT por hab. (dólares)
	49,93
	41,63
	14,23
	41,74
	11,27

	ACyT  por hab. (dólares PPC)
	87,59
	94,61
	25,41
	66,26
	28,31

	I+D por hab. (dólares)
	23,73
	26,91
	33,04*
	36,21
	9,86

	I+D por hab. (dólares PPC)
	41,63
	61,16
	49,31*
	57,47
	24,78


Fuente: Elaboración propia en base a Ricyt (2004)

*Datos de 1996

Si ahora hacemos foco en el desfinanciamiento de la Universidad argentina, una muestra más que significativa es la situación de la Universidad de Buenos Aires. De los 25.667 docentes rentados con que cuenta, el 77% percibe un salario de bolsillo inferior a los $300 por mes. A su vez, la inversión total global por alumno en el año 2002 fue de $798 anuales. Si la comparamos con otras universidades semejantes de América Latina observamos que la UBA percibe ocho veces menos presupuesto en relación a sus alumnos que la Universidad de San Pablo y catorce veces menos que la Universidad Autónoma de México (UBA, 2004).

Para el caso particular de Argentina y de la educación superior resulta esclarecedor el cuadro IV donde la serie histórica de gasto nos muestra que el crecimiento del gasto en educación superior y universitaria no siguió el aumento de la matrícula. El descenso del gasto por estudiante es una clara muestra del proceso de desfinanciamiento que sufrió la universidad argentina a lo largo de la década del noventa.

CUADRO IV: GASTO PÚBLICO CONSOLIDADO EN EDUCACIÓN SUPERIOR Y UNIVERSITARIA

	
	Estudiantes Universitarios
	En millones de pesos de 2001
	En % PBI
	Gasto por estudiante (1993=100)

	1980
	 sd 
	1,164
	0.45
	

	1981
	 sd 
	1,193
	0.48
	

	1982
	                318,299 
	783
	0.35
	                              92.91 

	1983
	                337,998 
	880
	0.36
	                              98.33 

	1984
	                443,441 
	1,070
	0.44
	                              91.05 

	1985
	                524,590 
	1,004
	0.45
	                              72.24 

	1986
	                581,813 
	1,115
	0.50
	                              72.32 

	1987
	                618,651 
	1,419
	0.63
	                              86.57 

	1988
	                652,997 
	1,314
	0.61
	                              75.94 

	1989
	                661,315 
	945
	0.48
	                              53.95 

	1990
	                679,403 
	1,079
	0.55
	                              59.97 

	1991
	                679,491 
	1,145
	0.54
	                              63.61 

	1992
	                698,561 
	1,486
	0.63
	                              80.31 

	1993
	                674,868 
	1,788
	0.71
	                            100.00 

	1994
	                719,671 
	1,910
	0.72
	                            100.20 

	1995
	                766,847 
	2,140
	0.84
	                            105.35 

	1996
	                812,308 
	2,186
	0.83
	                            101.58 

	1997
	                869,440 
	2,274
	0.81
	                              98.71 

	1998
	                946,757 
	2,461
	0.85
	                              98.12 

	1999
	             1,059,161 
	2,597
	0.92
	                              92.54 

	2000
	             1,140,605 
	2,585
	0.92
	                              85.54 

	2001
	             1,210,776 
	2,567
	0.96
	                              80.01 

	2002
	             1,258,729 
	1,660
	0.81
	                              49.79 

	2003
	             1,278,284 
	1,697
	0.79
	                              50.11 

	Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Secretaría de Políticas Universitarias


Más allá de algunos vaivenes el gasto en educación superior aparece como si hubiera crecido constantemente. Sin embargo, si observamos este mismo dato dividido por la cantidad de alumnos universitarios la situación da un giro de ciento ochenta grados. Se observa una tendencia decreciente desde la década del noventa, acentuándose con la crisis de la presente década. En el siguiente gráfico puede observarse en forma mucho más clara este fenómeno.
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Fuente: Elaboración propia en base a cuadro IV

La clásica distinción realizada por Amílcar Herrera entre políticas científicas explícitas e implícitas se encuentra más vigente que nunca. En forma esquemática dicha distinción implica que una cosa son los discursos políticos e incluso las normativas que se aprueban para fomentar la actividad del sector y otra cosa muy distinta es la importancia real que se le da a la investigación científica y el papel que esta puede cumplir dentro del proyecto a largo plazo de país que mantienen las clases dominantes. Así es que este autor en su tiempo obtuvo una conclusión que, entendemos, puede hacerse extensiva a la actualidad: 

“la política científica verdaderamente en acción –política científica implícita- es bien distinta de lo que sugiere esta brillante fachada. El objetivo de las clases gobernantes no es crear sistemas de I+D capaces de dar verdadera autonomía científica a los países de la región –ya que ello, además de no ser necesario, es peligroso para los proyectos nacionales cuya vigencia se desea prolongar-, sino construir aparatos científico-tecnológicos que se limiten a cubrir las reducidas necesidades del sistema, sin cuestionar los supuestos fundamentales del mismo.” (Herrera, A., 1995: 124)
Más allá de los discursos en airada defensa de la educación y la ciencia y sobre su importancia para sostener el crecimiento económico, las políticas reales (científica y económica) fueron afectando el funcionamiento de la universidad y del sistema científico-tecnológico. Seguimos, entonces, analizando los cambios que estas áreas sufrieron durante la década del noventa.

3. LAS UNIVERSIDADES Y SUS NUEVAS FUNCIONES

Como hemos visto las transformaciones económicas de los últimos veinticinco años en Argentina impactaron fuertemente sobre la noción genérica de universidad y, por tanto, sobre la noción de las funciones que esta debe ejercer. Estos cambios, claro, se ven reflejados en nuevas políticas. El objeto de este apartado es describir cómo las nuevas nociones (y teorías) son llevadas a la práctica a través de leyes y otras acciones concretas. En nuestro caso veremos especialmente cómo la Ley de Educación Superior primero, y luego la Ley de Transferencia de Tecnología, afectaron fuertemente la lógica de funcionamiento del total de las universidades públicas del país. Uno de los cambios más notables es la puesta en primer plano de la la necesidad de transferir conocimientos del sector científico a la población en general (y a las empresas en particular).

La transferencia de conocimientos: de la teoría a la práctica

Si observamos los discursos teóricos más difundidos actualmente sobre la transferencia de conocimientos notamos que una de sus principales discusiones es sobre la controversia respecto a los espacios donde se genera el nuevo conocimiento científico. Los seguidores de la escuela llamada de la “nueva producción del conocimiento” dirán que ya no es potestad exclusiva de las universidades (Gibbons, 1994, 1997, 1998). Por el contrario, los partidarios teóricos de la “triple hélice” (p.e. Leydesdorff y Etzkowitz, 2001; Leydesdorff, 2001; Etzkowitz, 2002) esgrimen que el conocimiento fundamental aún sigue generándose en las instituciones de educación superior. Más allá de esta importante diferencia, en lo que ambos coinciden es en la identificación de lo que podríamos entender como una nueva concepción de relevancia social de la ciencia. Ya fuere porque la I+D se ha trasladado a todo tipo de instituciones más allá de las universidades o porque las propias universidades han abierto nuevos canales en su interacción con el medio social, la utilidad de los conocimientos generados se ha comenzado a medir según el impacto directo en la organización económica de las sociedades. Aparentemente la declamada autonomía de la ciencia parece ser cosa del pasado en la configuración de las sociedades (y universidades) contemporáneas.

A partir de estos nuevos marcos teóricos ha habido un cambio en la forma de comprender la generación y transferencia de conocimientos por parte de las universidades y, por tanto, en el carácter de las políticas ejecutadas.

Hasta hace pocos años, la modalidad de transferencia de conocimientos desde la universidad hacia la sociedad se manifestaba principalmente a través de sus egresados y de las actividades de asesoramiento y consultoría de sus profesores. En los países industrializados las empresas son protagonistas principales en el desarrollo de tecnología pero se sustentan en las universidades, que son su fuente permanente de información y nuevos conocimientos. Este proceso es descripto en la visión clásica de la transferencia de tecnología que nació con Vanevar Bush en los años de la segunda guerra mundial. Sin embargo, la comprensión actual de los procesos de innovación tecnológica señala que estos suelen ser mucho más complejos que lo presentado en el modelo lineal. Allí se los concibe como una relación causal entre investigación y desarrollo tecnológico, según la secuencia: investigación básica – investigación aplicada – desarrollo tecnológico – introducción de nuevos productos en el mercado.

De acuerdo con visiones más modernas el progreso técnico es el producto de procesos de innovación y de difusión tecnológica. Nelson (1993) define a la innovación diciendo que es el proceso a través del cual las empresas aprenden y ponen en práctica diseños de productos y procesos de manufactura que son nuevos para ellas e incluso para el mundo o el país. 

Gibbons (1994) distinguió estas diversas formas de generación de conocimientos llamando a la modalidad tradicional “modo 1” y a la emergente en la década del noventa “modo 2”.

La modalidad tradicional ha sido descripta en infinidad de trabajos. Uno de los más citados es el de Kline y Rosenberg (1987) quienes propusieron un modelo para describir la relación entre los procesos de innovación y las actividades de I+D que enfatiza el papel de las empresas y la demanda del mercado. En este modelo las distintas etapas del proceso de innovación interactúan con las fuentes de conocimiento y los laboratorios de investigación sin que exista una relación causal entre I+D e innovación. La interacción entre procesos de innovación que ocurren en el seno de las empresas también se relacionan en paralelo con las fuentes de conocimiento típicamente concentradas en universidades e institutos de investigación. Dentro de este modelo los principales impactos de la investigación en la universidad se reflejan en la calidad de la enseñanza y los conocimientos que se transfieren a la sociedad a través de las contribuciones de sus graduados.

En la “modalidad 2” la investigación es multidisciplinaria y se lleva a cabo por equipos heterogéneos, de organización flexible y en el marco de una negociación continua con los destinatarios de los resultados de la investigación, que usualmente participan en la definición de proyectos desde sus etapas iniciales. Debemos notar, sin embargo, que esta orientación de la creación de conocimientos hacia la resolución de problemas particulares significa en cierta medida dejar de producir contribuciones científicas básicas.

No obstante, los modelos comentados fueron desarrollados observando procesos ocurridos en los países desarrollados. Si por el contrario fijamos la mirada en los países de América Latina encontramos que la mayoría de sus universidades no tienen políticas explícitas para establecer líneas prioritarias de desarrollo científico y tecnológico. Por otra parte, muy pocas empresas participan activamente en el desarrollo de las tecnologías que utilizan y sólo en casos aislados realizan demandas tecnológicas a las universidades. Dentro de este panorama el desarrollo tecnológico-productivo quedaría casi exclusivamente en manos de las universidades (públicas), dentro de cuyos objetivos esta función aparece tangencialmente. 

Pero resulta ilógico que se quiera reemplazar la falta de capacidad innovativa en las empresas con la sola acción de la universidad. En lo países desarrollados la magnitud de las actividades de I+D en empresas es mayor, o a lo sumo del mismo orden, que la existente en las universidades. En general esta situación es una consecuencia de políticas públicas que alientan este tipo de actividades en el sector productivo. Está por demás decir que en la mayoría de los países de América Latina (con la excepción, tal vez, de Brasil) estas políticas son inexistentes. Debido a esto, suele describirse un círculo vicioso en el que las universidades realizan principalmente investigación académica y las empresas recurren casi exclusivamente a fuentes externas para adquirir tecnologías que necesitan (Abeledo, 2004).

La situación descripta es aprovechada en general por quienes ostentan el poder público y por determinados sectores privados para fortalecer el discurso del aislamiento de la universidad. Desde esta perspectiva, dicho aislamiento significaría la poca conexión de la universidad con el sector empresario y sus actividades económicas. 

Con el supuesto fin de terminar con dicho aislamiento de la universidad y posibilitar su rol activo en el desarrollo económico-social de los países, comienzan a fomentarse hacia fines de la década del noventa las llamadas políticas de vinculación entre universidad y empresa. En el caso Argentino sus antecedentes se remontan a inicios de la década del noventa cuando se sanciona la Ley 23.877 de promoción y fomento a la innovación tecnológica, donde las Universidades Nacionales se conforman automáticamente en Unidades de Vinculación Tecnológicas (UVT). Finalmente en el año 2003 la Secretaría de Políticas Universitarias en conjunto con el CIN crean la Red Vitec, cuyo objetivo principal es apoyar y fortalecer la vinculación de todas las universidades nacionales con el medio socio productivo.

En definitiva, tanto desde el discurso como desde la práctica las actividades de vinculación/transferencia aparentemente se han vuelto fundamentales para el accionar de las universidades modernas. 

Leyes y políticas en busca de transformar la universidad argentina

Durante la década del noventa se transformó el total de la estructura educativa del país. Los principales instrumentos legales para cumplir con ello fueron la Ley Federal de Educación (LFE – Ley Nº 24.195), la Ley de Transferencia de los servicios nacionales de nivel secundario y superior no universitario a las provincias (Ley Nº 24.195) y la Ley de Educación Superior (LES – Ley Nº 24.521). El discurso bajo el cual se impusieron estas leyes (al menos las dos primeras) fue la de “devolución del poder a las instancias menores de gobierno” a través de la descentralización, supuestamente con el fin de ganar eficiencia en la gestión. Más allá de la retórica lo sucedido fue que la educación fue una más de las áreas donde se aplicaron las llamadas reformas estructurales derivadas del “Consenso de Washington”. Paradójicamente este proceso de descentralización, realizado sin ningún tipo de planificación y muchas veces sin transferir fondos a las nuevas jurisdicciones, generó a su vez una recentralización en la toma de decisiones a nivel nacional.

El aspecto paradojal que asumen los procesos y reglamentaciones educativos de los noventa se ve claramente reflejado en la Ley que sirvió de sustento normativo a las reformas universitarias de la década del noventa: la Ley de Educación Superior, aprobada en julio de 1995.
 Esta ley fue muy discutida desde sus inicios, siendo sus puntos más conflictivos los siguientes:

· Las universidades con más de 50.000 alumnos quedan autorizadas a fijar sistemas de admisión, permanencia y promoción particulares. 

· Posibilidad de establecer aranceles y cupos, contraviniendo lo expreso en la Constitución Nacional. Esto implica además el desconocimiento de las obligaciones internacionales que tomó el Estado argentino adhiriendo al Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que obliga a garantizar la gratuidad de la educación superior.

· Transferencia de la negociación salarial a cada universidad.

· Se fomenta la búsqueda de fuentes alternativas de financiamiento a través de venta de servicios, lo cual inserta una lógica mercantil en un ámbito que debe ser puramente académico.

· Se afecta la autonomía reservando al Ministerio de Educación la potestad de establecer contenidos mínimos para las carreras que puedan ser de “interés social”.

· Se fomenta la creación de universidades privadas otorgándole privilegios antes exclusivos para las universidades públicas: se les permite acceder a fondos públicos de apoyo a la investigación y la posibilidad de quedar eximidas de impuestos y contribuciones previsionales de carácter nacional.

· Reduce la autonomía y afecta su financiamiento a partir de asignar una parte de los recursos destinados al sistema universitario según evaluaciones externas al mismo. Las funciones de docencia, investigación, extensión y gestión institucional deben ser evaluadas por la CONEAU cada seis años. Se dice que esto implica la creación de una “burocracia de evaluación de la calidad”, lo cual constituye un importante mecanismo para el direccionamiento de la organización académica e institucional de las universidades.

· Se permite evaluación de contenidos y financiamiento de investigación a través de actividades de cooperación internacional (el fondo FOMEC es un claro ejemplo de esto). Otro mecanismo que fomenta la competencia entre instituciones universitarias a través de parámetros eficientistas es el Programa de Incentivos de Docentes e Investigadores Universitarios.

· Se afecta al cogobierno universitario exigiendo una participación mínima del 50% para el claustro de profesores y un requisito para los estudiantes de aprobar el 30% de sus materias para poder ser representante.

· Inexistencia de fomento a la investigación como función prioritaria de la universidad.

· Se afecta la autarquía estableciendo que los aportes del Tesoro Nacional entre las Universidades Nacionales se hará bajo criterios de “eficiencia y equidad” evaluados por el poder político.

Varias universidades nacionales han presentado objeciones formales a la aplicación de la Ley de Educación Superior (el caso de la UBA es un claro ejemplo), no obstante, muchas de las políticas alentadas por la LES fueron puestas en práctica autónomamente, en especial las que se relacionan con la mercantilización de las actividades tanto académicas como de investigación. Más allá de la implementación de distintos tipos de aranceles (encubiertos o no), se intensificó la venta de servicios al sector privado como forma alternativa de financiamiento (tanto de las universidades en general como de las tareas particulares de investigación). Estas actividades condicionan negativamente las tareas de investigación afectando la elección de campos, temáticas y enfoques, así como propiciando el abandono de la investigación básica. Este proceso también fue propiciado por la Ley Nº 23.877 de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica (sancionada en septiembre de 1990). En el artículo primero deja en claro su objeto, la vinculación de las actividades científicas a la producción y el comercio:

“La presente ley tiene por objeto mejorar la actividad productiva y comercial, a través de la promoción y fomento de la investigación y desarrollo, la transmisión de tecnología, la asistencia técnica y todos aquellos hechos innovadores que redunden en lograr un mayor bienestar social del pueblo y  la grandeza de la Nación, jerarquizando socialmente la tarea del científico, del tecnólogo y del empresario innovador”

A fin de poder cumplir con este objetivo habilita a las instituciones científicas a establecer unidades de vinculación (UVT) donde se fomenten la venta de servicios y la relación más fluida con el sector empresario.
 Esta situación fue aprovechada en muchos casos por las universidades con mayor capacidad científica y tecnológica para obtener los recursos necesarios para su subsistencia y que no son entregados por el estado.

Esta ley vino acompañada con una importante cuantía de fondos que se otorgaron en forma de créditos y subsidios para proyectos de modernización o desarrollo tecnológico que fueran desarrollados en conjunto por empresas y grupos de investigación universitarios. Su coordinación se encuentra a cargo de la Secretaría de Ciencia y Tecnología de la Nación (y particularmente la Agencia de Promoción Científica y Tecnológica), la cual además distribuye fondos para proyectos de investigación en especial financiados por organismos internacionales.

Vinculación Universidad-Empresa: ¿Única posibilidad de I+D en Argentina?

La transferencia de tecnología con fines sociales en las instituciones públicas de investigación en América Latina debería ser uno de sus objetivos primordiales y a la vez debería servir como fuente legitimadora de existencia de la Universidad Pública y gratuita. Sin embargo, las actividades de transferencia son relativamente escasas con respecto al nivel de investigación de muchas de las universidades del país.

Una de las causas que suelen señalarse como causantes de esta situación es una discusión no saldada en el seno de la Universidad Pública sobre las bondades y debilidades de la ciencia básica, aplicada y experimental.
 Desde visiones críticas al desarrollo de conocimientos básicos, se vuelca la culpa casi exclusiva del aislamiento de la universidad a la permanencia de un concepto “humboldtiano” de ciencia donde se fija como norma básica la absoluta libertad para que los investigadores orienten sus tareas en la dirección que mejor les parezca y donde el único juicio válido en lo que respecta a la valorización de los trabajos es el de sus propios pares. En otras palabras, la autonomía universitaria resulta un elemento esencial para el libre y pleno desarrollo científico.

Más allá de la discusión sobre si la autonomía que reina en las universidades del Tercer Mundo es realmente positiva para las posibilidades de desarrollo independiente (Varsavsky, 1994), no puede haber discusión sobre la importancia de la generación de ciencia básica a nivel universitario. El problema se encuentra en que generalmente a esta actividad se la contrapone a las actividades aplicadas. No sólo se entiende a la ciencia básica y aplicada como mutuamente excluyentes, sino que además suele relegarse a los científicos que se dedican a la segunda. El resultado de ello es realmente una institución con serias dificultades para aplicar los conocimientos que genera en de la sociedad en que se encuentra inmersa.

Esta situación no es exclusiva de las universidades argentinas. El aislamiento de los centros de I+D es un fenómeno que se observa en toda Latinoamérica. Esto puede reconocerse observando el sesgo en el tipo de I+D realizada, lo cual resulta bastante significativo y llamativo: En la mayor parte de los países de América Latina la parte sustantiva de la inversión se destina a investigación básica y aplicada, en tanto el desarrollo experimental sólo en México supera el 25% del total de recursos utilizados (gráfico I). Nos encontramos ante una aparente paradoja que se refuerza al observar las cifras referidas a la investigación básica. En este sentido, con alguna excepción puntual, se puede establecer un rango en el que se correlacionan, en forma inversa, la riqueza del país y la intensidad de la investigación básica. 

Albornoz (2002) explica esta aparente paradoja diciendo que, 

“la presunta fortaleza en las actividades de investigación es, en realidad, una debilidad extrema en el componente más vinculado con las actividades productivas y de innovación. Más bien, lo que muestra la estructura de utilización de los recursos es la escasa vinculación de las instituciones científicas y académicas con las empresas y los actores que utilizan y aplican el conocimiento científico y tecnológico.” 
No obstante, un aspecto no tenido en cuenta en este razonamiento es que la mayor proporción de ciencia aplicada y experimental existente en los países desarrollados es un mero reflejo de la diferencia que existe en las instituciones que ejecutan la I+D. Naturalmente la mayor inversión del sector privado en este rubro implicará la existencia de mayor proporción de ciencia aplicada. Es claro que las actividades de desarrollo experimental tendrán un mayor peso relativo en el sector empresarial privado. En consecuencia, la falta de desarrollo de ciencia experimental en el país no debe atribuirse exclusivamente a la universidad. En Argentina, el sector privado pocas veces resultó innovador y siempre prefirió la importación de tecnología. Esta situación incide directamente en las bajas proporciones de desarrollo experimental.

Por otra parte, además del evidente problema de vinculación entre las instituciones que generan conocimientos y las que deben aplicarlos en los países de menor desarrollo, es dable aseverar que lo que sucede en estos países donde todavía se sostienen las estructuras mínimas de investigación científica (al estilo de Argentina) es que el conocimiento básico generado tampoco tiene espacios concretos donde ser aplicado debido a la pobreza de la estructura económica y productiva existente.
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Esta situación también puede darse por un fenómeno muy marcado en la relación universidad – empresa en Argentina: ante la falta de inversión interna en I+D las empresas recurren a las universidades para utilizarlas como sus propios laboratorios de investigación y desarrollo. De esta forma ahorran costos y logran usufructuar los adelantos tecnológicos que les puede proveer la institución que, más allá de su decadencia, en forma relativa resulta de avanzada respecto a la estructura económica del país. 

La particular relación entre universidad y empresa en Argentina, además de implicar un cambio contundente en el rol que la universidad juega en la sociedad, afecta a su propio accionar interno. Como una primera aproximación a su estudio podemos ver las consecuencias que Vior y Bertoni (2001) reconocen en la universidad argentina:

· Inseguridad presupuestaria por la variación constante de recursos propios

· Aumento de influencia de intereses de las empresas en los planes de estudio

· Uso de bienes y espacios públicos para la satisfacción de intereses privados

· Valoración de la actividad universitaria a partir de parámetros economicistas

· Desplazamiento de las clásicas actividades de extensión por la de venta de servicios

· Surgimiento de un estrato gerencial a cargo de la promoción y gestión de contratos

· Diferenciación entre instituciones y ruptura de relaciones cooperativas y solidarias

· Las pasantías en empresas se convierten en un reemplazo de profesionales graduados.

Lo hasta aquí descripto parece ser la nueva tendencia de las actividades de vinculación en las universidades argentinas, lo cual es un fenómeno relativamente nuevo ya que durante la década del noventa, con un tipo de cambio apreciado, la vinculación se reducía a proveer servicios especializados. Por el contrario en esta nueva etapa parece haber un interés mayor por generar transferencia de tecnología original. La universidad en este caso funcionaría como una institución pública capaz de disminuir costos de las empresas privadas. A menos que las actividades realizadas resulten realmente innovadoras, la diferencia entre esta situación y las típicas políticas de promoción industrial a través de bajas directas de impuestos, sólo resulta una mera cuestión de formas.

4. NOCIONES DE LAS FUNCIONES UNIVERSITARIAS EN LA ACTUALIDAD

Dado que uno de los objetos del presente trabajo implica el tratamiento concreto actual de las categorías docencia, investigación, transferencia y extensión, presentamos a continuación un breve análisis de estas. En primera medida se citan definiciones provenientes de los principales organismos educativos y de ciencia a nivel nacional. Derivada de estas definiciones observamos cómo el discurso oficial es tomado, en general, por las universidades públicas más pequeñas y las privadas. 

En los acápites anteriores del presente trabajo analizamos cómo fueron cambiando las nociones sobre las funciones de la universidad. En la actualidad uno de los cambios más notorios es el relegamiento de la categoría de extensión en pos de alimentar una nueva categoría: la vinculación tecnológica (o directamente la vinculación universidad-empresa). Este discurso no sólo comienza a dominar el plano académico, sino que también es tomado por los organismos de gobierno. Esta última situación se ve reflejada en las políticas emanadas desde el Ministerio de Educación de la Nación que, en la actualidad, repercuten especialmente en las universidades chicas y las privadas. Así es como desde dicho Ministerio se diferencia explícitamente a las categorías de vinculación y extensión. En este caso encontramos una idea que en general recorrerá todas las definiciones: la vinculación suele relacionarse con aspectos mayormente materiales (mercantiles), mientras la extensión se aboca a problemáticas ubicadas en planos sociales y culturales: 

“Las políticas de desarrollo se formularon y ejecutaron en dos planos: la extensión universitaria y la vinculación tecnológica. Por un lado, los resultados alcanzados muestran al sistema universitario como una entidad capaz de articular políticas y generar productos eficazmente. Esto representa una demostración de maduración institucional. Por otro lado, los resultados ponen de manifiesto el valor de la actividad universitaria en términos de aporte a los procesos de desarrollo socioeconómico” (Pugliese, 2004; 8).

La forma en que este discurso es apoderado por las universidades es variable. En lo que respecta a la extensión universitaria se la puede definir como un todo muy genérico o como su opuesto, una actividad poco relacionada con la acción específica de la universidad. De una u otra forma se trastoca el espíritu clásico de lo que se entendía por extensión. Ejemplos de estos dos casos pueden hallarse en un reciente trabajo de la Secretaría de Políticas Universitarias (Pugliese, 2004). Por un lado se muestra cómo un universidad privada (Maimónides) define las tareas de extensión como: 

“el proceso mediante el cual los institutos de educación superior se interrelacionan con la comunidad. Ofrecen su asistencia técnica, asesoría, cooperación productiva, transferencia tecnológica, conocimientos científicos de los problemas sociales y métodos para resolverlos, programas de asistencia social, prácticas académicas, capacitación y actualización profesional, y reciben la experiencia, la vitalidad colectiva y las aspiraciones del entorno social que retroalimentan el sistema para impulsar nuevas actividades” (Criado, 2004; 193).

En esta definición la categoría extensión aparece como un todo que incluye cualquier tipo de relación de la universidad con la sociedad. Por el contrario la visión expresa en el Plan de Gestión 1996-2000 de la Universidad Nacional de Morón la reduce a un plano cultural-social:

“Realizar un conjunto de actividades afines o no a la currícula con el objeto de vincularse a la comunidad que le da sustento...las mismas comprenden los ámbitos de la recreación, de la cultura y del deporte, y constituyen un objetivo estratégico de la organización de la Universidad para fortalecer la vinculación de esta con su medio. Por ello, el entroncamiento Universidad – Comunidad en el campo general de la cultura debe producirse desde distintas perspectivas y acciones” (Villalba y otros, 2004).

Es claro que en torno a la categoría extensión no hay un acuerdo en cuanto a su significado. Se oscila entre un todo general que engloba a cualquier relación de la universidad con su entorno (que como cualquier todo sin especificidad corre el riesgo de reducirse a la nada) y la reducción directa a marginales a las actividades específicas de la universidad. En consecuencia se hace visible la necesidad de observar el proceso histórico de este concepto que en sus inicios fue la clave de la relación de la universidad con su entorno social.  
Presentada someramente la discusión respecto a de qué hablamos cuando hablamos de extensión, observemos ahora los significados que suelen darse a las categorías vinculación y transferencia. La bibliografía que trabaja sobre el tema, en general, ha perdido la capacidad de diferenciar estas categorías. No obstante, muchas veces encontramos que - de manera intencional o no- un concepto aparece incluido en otro.
Ejemplos de esta última situación lo brindan Sutz (1994) y Solleiro (1992). De hecho la primera  define las siguientes “modalidades de vinculación” incluyendo la transferencia de tecnología como una más de aquellas: 

“apoyo técnico y prestación de servicios por parte de la universidad; provisión de información técnica especializada; programas de capacitación; cooperación en la formación de recursos humanos; apoyo financiero a los estudiantes que realizan investigación relacionada con la industria; educación continua; intercambios de personal (estancias y períodos sabáticos); organización conjunta de seminarios, conferencias, coloquios, etc.; contactos personales: participación en consejos asesores, intercambio de publicaciones, etc.; consultoría especializada; programas de contratación de recién egresados; apoyo al establecimiento de cátedras y seminarios especiales; estímulos y premios a investigadores, profesores y estudiantes; acceso a instalaciones especiales; desarrollo tecnológico conjunto y transferencia de tecnología” (Sutz, 1994: p.67).

Como ya hemos visto, desde gran cantidad de ámbitos se ha querido imponer (y de hecho se impuso) la idea de que la I+D, la innovación y la transferencia de tecnología son elementos esenciales en la competitividad productiva de los países y regiones. Este discurso, claro, hizo mella en las universidades y demás ámbitos científicos del país. Por eso es habitual escuchar discursos como, por ejemplo, el del Director de la Oficina de Innovación Tecnológica de la Universidad Nacional de Córdoba exhortando a que:

“dentro de la permanente transformación que deben experimentar el sector del conocimiento, en especial las universidades, para acompañar la evolución de la sociedad, ha sido en la última década, un verdadero desafío la gestión y formación de estructuras adecuadas, con el fin de transferir al medio, los conocimientos generados en su interior” (Rubinstein, 2004; p.6)

En este marco son cada vez más los trabajos que hablan de la importancia de las políticas de CyT, la creación de parques tecnológicos e incubadoras de empresas de base tecnológica, la cultura empresarial e innovadora de los jóvenes investigadores, la formación de recursos humanos y las estructuras de vinculación entre universidad y empresa.

En el plano oficial, uno de los principales organismos que fomenta estas ideas y en particular las de transferencia tecnológica es el CONICET. Para ello creó la Dirección de Vinculación Científico Tecnológica. Su tarea es funcionar como “unidad de enlace entre las demandas de los distintos sectores de la sociedad y los equipos de investigadores y profesionales y Centros de Investigación capaces de responder a esos requerimientos”. Al referirse a las labores que desarrolla habla de actividades de transferencia. Esto se debe a que la toma como transferencia de resultados de investigación. Cabe aclarar que esto no se encuentra en ningún desarrollo teórico sino que simplemente está tomado de la presentación que hace la institución de sus actividades. No obstante es lo que en este punto estamos investigando: cómo se entienden estas categorías en el lenguaje y uso habitual. Si nos basamos estrictamente en esta definición la idea de vinculación quedaría reducida al enlace que se efectúa entre las unidades académicas y otras instituciones de la sociedad a fin de generar una transferencia de tecnología. Esto resultaría coherente con la idea de Unidad de Vinculación Tecnológica (UVT) que encontramos en la Ley 23.877 de Promoción y Fomento de la Innovación Tecnológica:

“ente no estatal constituido para la identificación y formulación de proyectos de investigación y desarrollo, transmisión de tecnología y asistencia técnica. Representa el núcleo fundamental del sistema, aportando su estructura jurídica para facilitar la gestión, organización y gerenciamiento de los proyectos. Puede estar relacionado o no, con un organismo público.”

A primera vista esta idea parece oponerse a la de transferencia como una actividad incluida dentro de la de vinculación, ya que esta última categoría estaría describiendo a las actividades de enlace entre las instituciones de investigación y el resto de las instituciones de la sociedad, mientras que con la categoría transferencia se estaría refiriendo a las actividades concretas que se desarrollan. Sin embargo, si observamos lo que ocurre en facultades y universidades, las oficinas encargadas de estas tareas en general son denominadas de “vinculación tecnológica” y están encargadas de la concreción de asistencias técnicas, servicios a terceros y pasantías, todas actividades cuyo denominador común es más un vínculo mercantil con la sociedad que uno de aporte a la transferencia o innovación tecnológica. Debemos entonces abordar la problemática de la diferenciación (o no) de las actividades de vinculación y transferencia en relación a su contenido innovativo y de generación de avances tecnológicos.

Si bien es difícil encontrar en el discurso oficial una diferenciación entre transferencia y vinculación (justamente porque lo que se busca es mimetizarlas), en la Ley 23.877 se diferencia la idea de transmisión de tecnología y de asistencias técnicas:

Transmisión de tecnología: “proyectos en los que ya producido y/u homologado el desarrollo, debe pasarse de la escala piloto a la escala industrial”. 

Asistencia técnica: “proyectos que tienden a transferir conocimientos, información o servicios para resolver problemas técnicos específicos o aportar elementos para su resolución, como por ejemplo, la optimización de un proceso, la mejora de la calidad de un producto, pruebas de control de calidad, asesoramiento en diseño, mercadotecnia , puesta en marcha de plantas o pruebas de funcionamiento y de rendimiento, o bien formación y capacitación de personal” 

En este caso tampoco logramos hallar una idea que nos permita diferenciar las categorías, sin embargo nos ayuda a ligar las concepciones sobre transferencia e innovación tecnológica. Podemos acordar que la idea de transferencia tecnológica viene ligada a la de un desarrollo científico básico aplicado a un proyecto de escala industrial (si bien no deberíamos menospreciar desarrollos que puedan ser aplicados al cada vez mayor sector de servicios). A su vez, el resto de las actividades que se fueron enumerando se encuentran más ligadas a actividades conocidas como de desarrollo experimental.

En definitiva, más allá que la discusión sobre la definición de las categorías extensión, vinculación y transferencia se encuentre abierta, lo que se observa es una clara tendencia a transformar la extensión en vinculación. En otras palabras, en los últimos tiempos la relación universidad – sociedad está homologándose a la relación universidad – empresa. Además esta vinculación, en su mayoría, no está representando verdaderas transferencias de tecnología hacia –al menos- el sector productivo, sino que estamos ante meras ventas de servicios especializados (servicios a terceros, asistencias técnicas) o prestación de recursos humanos (pasantías). 

La mercantilización de las categorías extensión y transferencia acelerada en la década del noventa toma la forma de un discurso en pos del establecimiento de vínculos entre la universidad y la sociedad. Esto se traduce, a su vez, en la reducción de las funciones tradicionales de extensión y transferencia a vínculos (en su mayoría esporádicos y regidos por una lógica economicista) entre universidades y empresas, lo que hoy toma el nombre de vinculación tecnológica. Nos preguntamos entonces cuál es el nuevo rol social que cumple hoy la Universidad Pública.

5. EL ROL SOCIAL DE LA UNIVERSIDAD PÚBLICA

Lo que en definitiva vinimos discutiendo hasta el momento es qué rol tiene la universidad pública en el desarrollo de la sociedad. Observamos cómo los procesos históricos van influyendo en sus funciones y cambian las nociones sobre el papel que ésta debe cumplir. Sin discutir la importancia que tienen la formación de profesionales y la generación de nuevo conocimiento, hoy entra en debate el rol de la universidad en tanto institución capaz (o no) de transferir tecnología. Especialmente en torno a este último punto gira la discusión de este apartado.

Transferencia tecnológica y rol social de la universidad argentina

Al describir el rol social de la universidad la visión oficial actual reproduce la ejercida durante la década del noventa: una visión individualista, donde la universidad debe colaborar a mejorar la calidad de vida especialmente de quienes cursan en ella: 

“La responsabilidad social de las universidades pasa por comprender que en la actualidad la mayor parte de los que intentan acceder a estudios universitarios muestran una alta tasa de fracaso, muy pocos se reciben, y probablemente lo hacen quienes se encuentran en mejores condiciones socio-económicas, culturales y personales para hacerlo. En este contexto, la universidad debe recuperar su demostrada capacidad de contribuir a los procesos de movilidad social ascendente” (Pugliese, 2004; 7).

Sin embargo, incluso desde esta visión, sería necio negar el impacto que sus graduados pueden tener en el desarrollo económico-social. En este punto cobra importancia las labores de transferencia: 

“resulta claro que la economía requiere una cantidad creciente de profesionales con una formación sólida y de calidad. Por lo tanto, la política pública apunta a que la sociedad reciba de la universidad una transferencia de conocimientos en I+D que verdaderamente impacte en el desarrollo social, en la economía y en su competitividad” (Pugliese, 2004; 8).

La discusión sobre la transferencia de conocimientos y tecnología necesariamente debe abordar problemas claves para la Universidad Pública: ¿es función de la universidad tener una política activa de transferencia de los conocimientos que genera? En caso de que esta respuesta sea positiva ¿cómo y hacia quién debería hacerlo? En estos puntos deberían abrirse los principales debates sobre el rol social de la universidad actual. Justamente uno de los objetivos del presente trabajo fue realizar una breve presentación del estado del mencionado debate y un análisis histórico sobre la evolución del mismo.

Antes que nada debemos tomar en cuenta que, si de lo que nos vamos a ocupar es estrictamente de los procesos de transferencia de tecnología, entonces debemos restringir nuestra visión a las Universidades Públicas. Hay dos razones fundamentales para esto. La primera y principal, las universidades privadas en su gran mayoría, no desarrollan actividades en ciencias duras y su actividad de I+D es muy pobre (cuadro V). Por otra parte, estas universidades son reconocidas como unidades capacitadoras de sus alumnos con el fin de que estos tengan mayores posibilidades de conseguir empleos, con lo cual están inmersas en una lógica individual, donde la transferencia de conocimientos hacia la sociedad no entra más que a través de la formación de recursos humanos.

CUADRO V: Gastos en Investigación y Desarrollo por sector de ejecución, años 1996 a 2000. 

	SECTOR DE EJECUCION 
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000

	TOTAL 
	1,00
	1,00
	1,00
	1,00
	1,00

	Organismo Público 
	0,41
	0,40
	0,39
	0,39
	0,38

	Universidad Pública 
	0,29
	0,28
	0,26
	0,28
	0,32

	Universidad Privada 
	0,02
	0,02
	0,03
	0,02
	0,02

	Empresa 
	0,26
	0,29
	0,30
	0,28
	0,25

	Entidad sin fines de lucro 
	0,02
	0,02
	0,02
	0,02
	0,02


Fuente: Elaboración propia en base a datos existentes en Secyt

Con respecto a la Universidad Pública entonces, la primera pregunta es si sus participantes deben tomar como obligación la transferencia de conocimientos. En principio esta respuesta aparece como obvia, pero no es tan así. Desde una lógica puramente tradicional (humboldtiana) la universidad es la institución donde los conocimientos se generan y esto no tiene por qué transformarse automáticamente en transferencia. Si respetamos al máximo este discurso, la universidad sólo debería ser fuente de conocimientos básicos y, en lo que a actividades científicas se refiere, debería tener el menor contacto posible con otras esferas de la sociedad, caso contrario se vería afectada la necesaria autonomía que debe tener la ciencia. En este caso la transferencia de conocimientos se produciría a través de actividades de divulgación científica, de docencia universitaria y/o con la labor de profesionales que decidan dedicarse a trabajos en ámbitos privados. Una variante que podemos hallar de esta posición es que los científicos pueden abocarse a tareas más aplicadas, siempre y cuando estas impliquen una retroalimentación para sus estudios básicos. En otras palabras, las tareas aplicadas no deben implicar un desvío de los planes originales de investigación básica.

Otra posición, en general sustentada en la idea de que es parte del rol social de la Universidad Pública transferir los conocimientos que genera, es que las universidades/facultades deben realizar políticas activas de transferencia. Muy esquemáticamente la idea es que a la sociedad poco le sirve tener una institución generadora de conocimientos básicos y/o profesionales formados a nivel general pero sin ninguna especialización laboral particular, ya que no propiciará directamente el desarrollo económico-social. ¿Qué se debe hacer entonces? Tener políticas que vinculen a los investigadores con el sector productivo a fin de que los primeros puedan dar respuesta a las demandas de los segundos. De esta forma las empresas locales lograrán avances técnicos y tecnológicos, lo cual en un segundo momento redundará en beneficio de todos. Un claro legado de las teorías económicas del derrame.

El cuestionamiento más habitual a esta segunda posición es si realmente el beneficio de quienes se desarrollan en el sector productivo implicará luego mejoras en el bienestar social. La transferencia de conocimientos a particulares es una forma de privatizarlo, ya que las universidades realizarían actividades de transferencia de un patrimonio social exclusivamente con quienes las pudieran pagar. Por otra parte, responder a las demandas del sector productivo necesariamente implicaría el desvío de los planes de investigación originales, la autonomía de la ciencia se vería afectada y perjudicaría la generación de conocimientos futuros (afectando la tarea principal que debería tener la universidad pública).

Aquí nos surgen las preguntas sobre a quién transferir para no privatizar el conocimiento y sobre cómo transferir a fin de que no se vean modificados los planes de investigación originales. Por otra parte debemos preguntarnos también si este debate no es generado por las estructuras económicas específicas de la Argentina. ¿Por qué? Los sostenedores de la versión humboldtiana de la universidad nos dirían que en un país desarrollado, con empresas que planifican sus tareas de innovación tecnológica y con laboratorios de I+D propios, no necesitan de políticas universitarias/estatales activas de transferencia de tecnología. Simplemente necesitan que los conocimientos se divulguen y que avancen cada vez más y más para que estos puedan ser directamente tomados por el sector productivo.
De cualquier forma la función social de la universidad ha sido redefinida a lo largo de toda la década del noventa y lo está siendo en la actualidad. Los valores tradicionales de creación y difusión de cultura y conocimiento nacionales, así como el entrenamiento en profesiones claves, aparecen perdiendo terreno frente a la supuestas posibilidades de inserción en un mundo dominado por la mercancía. Las posibilidades de crecimiento y desarrollo económico se encuentran ligadas a la creación de nuevo conocimiento y tecnología. El nuevo discurso dominante otorga un rol determinante a las universidades y demás instituciones científicas en la generación de bienestar económico y, por extensión, social. Como consecuencia de ello, se entiende que las universidades deberían estar completamente imbricadas con las instituciones capaces de generar bienestar económico en la sociedad. Es acá donde encontramos el giro ideológico del discurso dominante: el bienestar social necesariamente se encuentra ligado al bienestar de las empresas, de lo cual no es difícil concluir que el desarrollo de ciencia y tecnología debe estar al servicio de estas últimas. Será entonces el mercado quien regule el nuevo rol social asignado a la universidad. No sólo la investigación debe quedar subordinada a la creación de nuevas e innovadoras mercancías, sino incluso las materias y contenidos de las carreras deben estar supeditadas a las necesidades inmediatas del mercado laboral.

6. BREVE COMENTARIO FINAL

En 1976 se inició en Argentina un período que transformó fuertemente su estructura económica y las relaciones entre los distintos sectores de la producción. La baja rentabilidad de los emprendimientos industriales ligada a la apertura de oportunidades en los mercados financieros hizo que, entrada la década del noventa, el sector productivo se redujera a niveles inéditos. A su vez, dado el contexto macroeconómico, las pocas industrias existentes prefirieron importar tecnología antes que desarrollarla internamente o adquirirla en el país.

Si a la situación en el sector productivo le sumamos que en el complejo científico argentino de las últimas décadas reinaron las bajas remuneraciones y la más que escasa inversión en infraestructura y equipamiento, entonces no sorprende la pobre vinculación entre ambas esferas. En medio de este contexto tampoco sorprende que las actividades de I+D en el país sean desarrolladas en su mayoría dentro del propio sector público.

El ingreso al siglo XXI encuentra a la Argentina en un situación macroeconómica distinta a la presentada en las décadas del ochenta y noventa. El sinceramiento del tipo de cambio redujo enormemente las posibilidades de importación tanto de tecnología como de bienes finales e insumos básicos para la industria. Si bien de ninguna manera el nuevo sendero de desarrollo (o subdesarrollo) está definido, la nueva situación macroeconómica aparece con la potencialidad de dar cierto impulso al sector productivo, para lo cual se necesitará invariablemente del sistema científico no sólo para lograr innovaciones tecnológicas que le permitan ser competitivo, sino incluso para volver a nacer.

Dejados al libre albedrío del mercado, los nuevos tiempos traerán una mayor interacción universidad-empresa. Sin embargo, no debería ser esto lo que se promulgue. Sin intervención ni planificación de ningún tipo, comenzará a verse cada vez más en las universidades una disminución de la investigación básica a la par de un incremento del control sobre las actividades de I+D por parte de empresas multinacionales y organismos de financiamiento externo. 

La ciencia y las universidades deben estar al servicio de la sociedad, pero esto no implica que deba ser orientada por las fuerzas mercantiles. Librarse a las fuerzas del mercado reforzará aún más la actual situación de grandes empresas utilizando a las universidades como laboratorios propios de I+D con el único fin de ahorrar costos, sin realizar inversiones reales y afectando la necesaria autonomía de las instituciones científicas.

Resulta necesario, entonces, abordar una discusión que por el momento no existe en el país sobre la naturaleza económica de la ciencia. La importancia de esta discusión se encuentra en el reconocimiento de las actividades científicas y tecnológicas como un fenómeno específico de la sociedad capitalista. Este último reconocimiento además de cobrar importancia por permitirle al científico descubrir un carácter no evidente de su propia actividad, abre las puertas a una serie de temáticas poco discutidas en la actividad científica como la relación entre ciencia y poder económico, las consecuencias de la transferencia de tecnología indiscriminada desde la universidad hacia las empresas privadas y los orígenes político-ideológicos de los programas de docencia e investigación.
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� De hecho es en 1955, durante el rectorado de José Luis Romero, la Universidad de Buenos Aires crea su Secretaría de Extensión Universitaria.


� “Hombres de una república libre, acabamos de romper la última cadena que, en pleno siglo XX, nos ataba a la antigua dominación monárquica y monástica. Hemos resuelto llamar a todas las cosas por el nombre que tienen. Córdoba se redime. Desde hoy contamos para el país un vergüenza menos y una libertad más. Los dolores que quedan son las libertades que faltan. Creemos no equivocarnos; las resonancias del corazón nos lo advierten: estamos pisando sobre una revolución, estamos viviendo una hora americana”. Esta es la primera frase del famoso manifiesto liminar que luego tanta repercusión tendrá en toda América Latina.


� Es muy ilustrativo leer al propio Varsavsky describiendo las discusiones de esta época: “En toda acción es muy cómodo identificar al enemigo: las tácticas, las victorias, las derrotas, todo se hace más claro y fácil. Yo estoy de acuerdo en que estos profesores fósiles son un enemigo que hay que vencer, y ojalá tengan pleno éxito en esa tarea. Pero quiero hablarles de otro enemigo no tan fácilmente identificable, puesto que en ocasiones como esta aparece incluso como un aliado, pero que luego resulta más peligroso que el otro, más eficiente en la tarea de impedir a la universidad realizar su verdadera misión” (Varsavsky, 1968). Este otro enemigo, claro, son los que él llamaba cientificistas, quienes no son otros que los que llevaron adelante la transformación de la universidad en esta época. Así los definía: “El cientificismo es la actitud del que, por progresar en esta carrera científica, olvida sus deberes sociales hacia su país y hacia los que saben menos que él” (Varsavsky, 1968).


� “Durante la última década se enfatizó la necesidad de articulación con la empresa, desde una concepción que asimilaba empresa y sociedad, suponiendo que esta relación podía ser de mutuo beneficio, tanto en el aspecto de recursos financieros como en la transferencia de tecnología. Sin embargo, la creciente liberalización de los mercados favorece también la importación de tecnologías, al mismo tiempo que los ritmos de la universidad y el mundo de la producción han puesto obstáculos a este tipo de articulación. El discurso de la reforma, independientemente de la validez o no de los diagnósticos y las políticas, tuvo como referente y supuesto la necesidad de contribuir a la competitividad de las empresas, a las que se consideró como sinónimo de sociedad civil. Sin embargo, al finalizar la década del noventa, la cuestión social se ha convertido en un parteaguas de las políticas. La sustentabilidad es sin duda uno de los retos de los sistemas de educación superior latinoamericanos. Asumir la problemática de la pobreza y la desigualdad creciente constituyen una posibilidad también de ser contemporáneos con el futuro.” (Krotsch, 2001; 158).


� “Although some tradable activities were hurt by real apreciation and trade liberalization, convertibility forced entrepreneurs to deal with these problems by introducing more rapid improvements in technology and management. This would not have happened if the possibility of a devaluation had existed” (Cavallo y Cottani, 1997; 18).


� Para el caso argentino Marcelo Gómez (2001) muestra como la reconversión económica del país no generó empleo altamente calificado en el sector productivo, lo cual derivó en un crecimiento de la tasa de desempleo de mayor calificación proporcionalmente mayor a la del empleo de baja calificación. Esto puede comprenderse fácilmente si se observan los datos que muestran que la oferta de profesionales creció entre 1990 y 1995 al 1,2% anual, mientras que la generación de empleo en el GBA para niveles científicos y profesionales creció sólo al 0,68% anual. A su vez, la cantidad de inscriptos en universidades crece desde 1991 a un 6,8% anual en promedio. Este desfasaje entre formación de profesionales y científicos y la estructura ocupacional, dentro del marco estructural económico de la Argentina, explica el deterioro acelerado de la situación del empleo para los graduados universitarios y la acumulación de desequilibrios en el mercado laboral.


� Se considera por privatización al proceso mediante el cual se introduce en el campo de la educación superior y demás instituciones de ciencia públicas la lógica mercantil y por tanto la búsqueda de lucro (Abramovich y otros, 2002).


� Para el caso de Argentina este proceso de desfinanciamiento implicó incluso no cumplir con sus propias leyes. La Ley Federal de Educación, aprobada en abril de 1993, establece que el gasto total en educación debía crecer de acuerdo a la opción más favorable entre un 20% anual en valores absolutos, o un incremento del 50% en la relación entre gasto en educación y PBI (lo que debería llevar la relación a superar el piso del 6% del PBI en cinco años). Las brechas de financiamiento que pudieran generarse respecto a las metas propuestas debían cubrirse “con impuestos directos de asignación específica aplicados a los sectores de mayor capacidad contributiva”. No obstante, si bien en la década del noventa hubo un incremento en las partidas para educación superior no se cumplió lo establecido por la ley. Lindemboim (2001) muestra que, sólo entre 1992 y 1999 el presupuesto educativo fue $27.380 millones menor al comprometido en la ley.


� En Ricyt (2004) las definiciones que se dan sobre las Actividades de ciencia y tecnología (AcyT) e Investigación y Desarrollo (I+D) son las siguientes:


ACyT: Las actividades científicas y tecnológicas comprenden las actividades sistemáticas estrechamente relacionadas con la producción, promoción, difusión y aplicación de los conocimientos científicos y técnicos en todos los campos de la ciencia y la tecnología. Incluyen actividades tales como la investigación científica y el desarrollo experimental (I+D), la enseñanza y la formación científica y técnica y los servicios científicos y técnicos.


I+D: La investigación y el desarrollo experimental comprende el trabajo creativo llevado a cabo de forma sistemática para incrementar el volumen de los conocimientos humanos, culturales y sociales y el uso de esos conocimientos para derivar nuevas aplicaciones.


� En la comparación con el promedio de las universidades nacionales la situación mejora ya que el gasto por alumno asciende a $1.280, sin embargo la comparación con la UBA resulta mayormente adecuada ya que a pesar de todo el trabajo de sus investigadores representa el 28% de la producción científica nacional y el 47% de la contribución que hace el conjunto de las universidades nacionales al conjunto de la ciencia argentina. Además los estudiantes y graduados de la UBA representan el 25% del conjunto de las universidades nacionales (UBA, 2004).


� Los objetivos que desde la SPU se declaran para la Red Vitec son los siguientes:


Promover un rol protagónico de las UUNN en la discusión de Políticas de I+D.


 Constituir instancias de coordinación y articulación con organismos gubernamentales y no gubernamentales.


 Compartir experiencias de vinculación tecnológica con el medio social, productivo y gubernamental.


 Difundir en la sociedad el aporte del sistema universitario al desarrollo y la transferencia de conocimientos. 


 Articular con otras entidades y redes nacionales e internacionales 


 Contribuir al desarrollo y profesionalización de las áreas de vinculación tecnológica de UUNN.


 Asesorar técnicamente a las Comisiones de Ciencia, Técnica y Arte, de Relaciones y de Extensión del CIN, así como a la SPU, a la SCTIP y a toda otra área de gobierno con intervención en la temática.


 Formar Recursos Humanos en temas propios de la RED.


 Promover estrategias de acción conjunta para el logro de los objetivos trazados. 


� “...la Ley de Educación Superior fortalece el centralismo político al institucionalizar mecanismos de intervención por parte del poder político en la vida universitaria, cercenando la autonomía efectiva con que deben contar las universidades nacionales. En este sentido se destacan, entre otros, aspectos tales como: la determinación de contenidos curriculares mínimos para la formación del nivel superior, la especificación de las funciones de los órganos de gobierno de las universidades y el fortalecimiento de las instancias unipersonales de gobierno con lo que se quiebra una de las conquistas más valoradas e innovadoras de la Reforma de 1918: el cogobierno universitario.” (Fernández y Ruiz, 2002)


� En su artículo 5, la Ley 23.877 dice: “Las instituciones oficiales de investigación y desarrollo que adhieran a la presente ley, quedan facultadas para establecer y/o contratar unidades de vinculación, con la finalidad de que dispongan de una estructura jurídica que les permita una relación más ágil y conractual con el sector productivo de bienes y/o servicios. Una o varias unidades de vinculación podrán constituir agrupaciones de colaboración con una o varias entidades productivas y/o de servicios”


� En el “Estado de la Ciencia 2003” publicado por la Ricyt se encuentran las siguientes definiciones de investigación básica, aplicada y desarrollo experimental:


Investigación Básica: consiste en trabajos experimentales o teóricos que se emprenden fundamentalmente para obtener nuevos conocimientos acerca de los fundamentos de fenómenos y hechos observables, sin pensar en darles ninguna aplicación o utilización determinada.


Investigación aplicada: consiste también en trabajos originales realizados para adquirir nuevos conocimientos. Sin embargo, está dirigida fundamentalmente hacia un objetivo práctico específico.


Desarrollo Experimental: consiste en trabajos sistemáticos basados en conocimientos existentes derivados de la investigación y/o experimentación práctica, dirigidos a la producción de nuevos materiales, productos o dispositivos, al establecimiento de nuevos procesos sistemas y servicios, o a la mejora sustancial de los ya existentes.





� “Inmersos en un ambiente de sumisión a las obligaciones económicas internacionales, muchos profesores han llegado a considerar, explícita o implícitamente, que su trabajo consiste en dar, a clientes deseosos de una formación rápida, una calificación profesional conforme al perfil exigido por un mercado de trabajo cada vez más internacionalizado, dominado por las expectativas y necesidades de las empresas de tal o cual sector, de manera que el diploma no es más que un sello de conformidad puesto sobre el producto diplomado. Como corolario, en muchos casos esos profesores que tienen una visión casi empresarial de la universidad, han terminado por asimilarse, a su vez, a managers cuyo negocio es preparar para la competencia a actores económicos eficientes, dinámicos, móviles y flexibles, sin preocuparse por saber qué tipo de humano han contribuido a formar, más allá del homo oeconomicus. Tampoco piensan en cuestionar esa evidencia del economicismo contemporáneo según la cual la apertura internacional debería estar asociada prioritariamente a la competencia económica.” (Accardo y Corcuff, 2001; 30)
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						Gasto Consolidado en Educación Superior y Universitaria

				Estudiantes Universitarios		En millones de pesos de 2001		En % PBI		Gasto por estudiante (1993=100)

		1980		sd		1,164		0.45

		1981		sd		1,193		0.48

		1982		318,299		783		0.35		92.91		0.0025

		1983		337,998		880		0.36		98.33		0.0026

		1984		443,441		1,070		0.44		91.05		0.0024

		1985		524,590		1,004		0.45		72.24		0.0019

		1986		581,813		1,115		0.50		72.32		0.0019

		1987		618,651		1,419		0.63		86.57		0.0023

		1988		652,997		1,314		0.61		75.94		0.0020

		1989		661,315		945		0.48		53.95		0.0014

		1990		679,403		1,079		0.55		59.97		0.0016

		1991		679,491		1,145		0.54		63.61		0.0017

		1992		698,561		1,486		0.63		80.31		0.0021

		1993		674,868		1,788		0.71		100.00		0.0026

		1994		719,671		1,910		0.72		100.20		0.0027

		1995		766,847		2,140		0.84		105.35		0.0028

		1996		812,308		2,186		0.83		101.58		0.0027

		1997		869,440		2,274		0.81		98.71		0.0026

		1998		946,757		2,461		0.85		98.12		0.0026

		1999		1,059,161		2,597		0.92		92.54		0.0025

		2000		1,140,605		2,585		0.92		85.54		0.0023

		2001		1,210,776		2,567		0.96		80.01		0.0021

		2002		1,258,729		1,660		0.81		49.79		0.0013

		2003		1,278,284		1,697		0.79		50.11		0.0013

		Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Secretaría de Políticas Universitarias
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				Básica		Aplicada		Experimental		Total

		EEUU		0.6		0.2		0.2		1

		España		0.4		0.35		0.25		1

		Cuba		0.38		0.57		0.05		1

		Portugal		0.3		0.43		0.27		1

		México		0.29		0.46		0.25		1

		Colombia		0.28		0.47		0.25		1

		Argentina		0.27		0.38		0.35		1

		Perú		0.1		0.5		0.4		1

		Chile		0.1		0.38		0.52		1

		Bolivia		0.1		0.4		0.5		1

		El Salvador		0.08		0.37		0.55		1

		Panamá		0.05		0.45		0.5		1

		Ecuador		0.05		0.62		0.33		1
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